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1. Introducción  
 
El propósito del Plan Nacional de Desarrollo 2014 - 2018: Todos por un nuevo país, 
es el de construir una Colombia en paz, equitativa y educada, tal y como la anunció 
el Presidente Juan Manuel Santos en su discurso de posesión, interpretando el sentir 
del pueblo colombiano. 
 
La paz, la equidad y la educación conforman un círculo virtuoso. Una sociedad en 
paz es una sociedad que puede focalizar sus esfuerzos en el cierre de brechas y 
puede invertir recursos en mejorar la cobertura y calidad de su sistema educativo. 
Una sociedad equitativa es una sociedad sin marcadas diferencias socio-económicas 
que permite la convivencia pacífica y facilita las condiciones de formación en capital 
humano. Finalmente, una sociedad educada es una sociedad que cuenta con una 
fuerza laboral calificada, sin grandes diferencias de ingresos y con ciudadanos que 
resuelven sus conflictos sin recurrir a la violencia. De forma más simple: la paz 
favorece la equidad y la educación, la equidad propicia la paz y la educación, y la 
educación genera condiciones de paz y equidad. Por esto, el énfasis de este Plan 
Nacional de Desarrollo se concentra en estos tres pilares, fundamentales en la 
consolidación de los grandes logros de los últimos cuatro años y en la visión de los 
próximos cuatro en pro de un nuevo país. 
 
Estos propósitos de país son sumamente ambiciosos. Los problemas de Colombia en 
materia de conflicto e inseguridad, pobreza, desigualdad, y formación de capital 
humano, son significativos y persistentes. Por esta razón, se podría pensar que 
Colombia no debería aspirar a cambios sustanciales en estas materias en el corto 
plazo. En esta perspectiva, lo mejor que se podría hacer es sentar las bases para 
empezar a ver cambios, cuando menos, en una generación. Sin embargo, esa 
perspectiva es equivocada, pues olvida lo mucho que nuestro país, dentro de su 
continuidad, ha alcanzado en los últimos cuatro años. 
 
En efecto, entre 2010 y 2014, durante el primer mandato del presidente Santos, el 
país logró consolidar el buen curso que se empezó a manifestar en la primera 
década del siglo XXI. El crecimiento económico promedio en lo que va corrido de la 
segunda década de este siglo, 4,8%, es mayor que el promedio observado en las 
décadas de los años 1980 (3,5%), 1990 (2,8%) y 2000 (4,0%). La inversión 
como proporción del PIB ha alcanzado niveles históricamente altos, superiores al 30 
por ciento. La inflación de 2013, 1,94% fue las más baja de los últimos 58 años. 
En los últimos cuatro años se generaron 2.5 millones de empleos, con una 



 

importante reducción de la informalidad, y con una tasa de desempleo que mes tras 
mes sigue alcanzando mínimos históricos desde que existen cifras mensuales (hace 
14 años). El buen desempeño del mercado laboral y las políticas sociales del 
gobierno han reducido la pobreza en cerca de 10 puntos porcentuales. La 
desigualdad, aunque más lentamente, también ha empezado a ceder. Y los principales 
indicadores de violencia, como los homicidios y los secuestros, siguen a la baja. 
Debido a esos logros, hoy, como nunca, el país está en posición de quebrar la 
persistencia de sus más graves problemas sociales, y consolidar este rumbo hacia su 
desarrollo económico y social. 
 
En una perspectiva de más largo plazo, el cambio del país desde la Constitución de 
1991 ha sido dramático. Hoy somos un país de ingreso medio alto, cuando antes 
éramos un país de ingreso bajo. La solidez y credibilidad de nuestras políticas fiscal 
y monetaria son ejemplo en América Latina. Contamos con una cobertura casi 
universal en nuestro sistema de salud y hemos hecho grandes avances en la 
cobertura de educación. Además, la democracia está más consolidada y hemos 
avanzado a paso firme en el fortalecimiento del Estado.  
 
Con base en estos fundamentos, Colombia tiene ahora una oportunidad única de 
romper con su legado histórico de conflicto. Si se consolida la paz, las posibilidades 
de desarrollo de Colombia en otras dimensiones se potencian. La ausencia de paz es 
tanto causa como consecuencia de nuestra falta de desarrollo en otras dimensiones. 
Diversos autores han venido coincidiendo recientemente en que una de esas 
dimensiones, que resulta clave para todo lo demás, es el estado. Besley y Persson 
(2011) destacan la importancia de un estado efectivo para el desarrollo, y señalan 
que todas las dimensiones de la efectividad y consolidación del estado (autoridad, 
monopolio legítimo de la fuerza, sistemas tributarios, sistemas de justicia, democracia) 
se mueven de manera conjunta. Fukuyama (2014, p. 38) recoge la misma idea, 
diciendo que “hay un déficit político alrededor del mundo, no de estados, sino de 
estados modernos que sean capaces, impersonales, bien organizados y autónomos. 
Muchos de los problemas de los países en desarrollo son subproductos de estados 
débiles e inefectivos” (en inglés y con énfasis en el original).  
 
Colombia debe romper el círculo vicioso reflejado en un estado débil, que impide el 
desarrollo económico y permite la presencia de violencia política, y que, a su vez, se 
convierte en un obstáculo para la construcción de un estado efectivo. Pero romper 
ese círculo vicioso significa romper con una larga tradición histórica colombiana. Hoy, 
estamos en una posición excepcional para cambiar esa tradición, en lo que podría ser 



 

una revolución única en nuestra historia republicana: la revolución de la paz. Es una 
revolución que tenemos al alcance de la mano, y este Plan Nacional de Desarrollo 
busca ser la expresión de la voluntad política del gobierno del presidente Juan Manuel 
Santos para que el país no deje escapar esta oportunidad. 
 
Con respecto al pilar de la paz, ninguna sociedad puede aspirar a ser ordenada y 
próspera si no es pacífica. La violencia y la inseguridad no solo afectan de manera 
directa la calidad de vida, sino que desestimulan la inversión, con grandes efectos 
negativos sobre el crecimiento económico. Una transformación de fondo de la vida 
colombiana exige crear las condiciones sociales y políticas necesarias para que la 
violencia y la inseguridad sean cosa del pasado. 
 
En los últimos cuatro años hemos avanzado de manera decidida en ese propósito y 
hoy nos encontramos en una coyuntura histórica, con una posibilidad real de darle 
una oportunidad a la paz en Colombia. El Plan Nacional de Desarrollo, Todos por un 
nuevo país, se prepara a la par de un proceso de diálogo y negociación con las 
FARC, la principal organización insurgente de Colombia. En ese sentido, tanto la 
materialización de un eventual acuerdo de paz con esta organización como la 
construcción de los fundamentos para una paz sostenible, se soportarán sobre las 
políticas y estrategias que este Plan Nacional de Desarrollo le propone al país para 
los próximos años y que implicarán, como es natural, esfuerzos no solo del Estado 
sino de todos los colombianos. Pero que no haya confusiones. Este plan es más que 
las negociaciones en La Habana y lo que implique un eventual acuerdo. El Plan 
Nacional de Desarrollo es el producto de la convicción del gobierno de llevar a cabo 
las reformas necesarias para consolidar la paz y abrir la puerta de la modernidad 
para el país. Las reformas se deben hacer, con o sin acuerdo en La Habana. Si 
hay acuerdo, tanto mejor. Si no lo hay, las reformas también deberán ser suficientes 
para crear las condiciones de paz que reclama el país. La paz tendrá una mayor 
oportunidad si el Estado hace presencia en todas sus formas, con vías de 
comunicación, escuelas y hospitales, si es vehículo de expresión y de satisfacción de 
todas las demandas populares, y si avanza hacia la construcción del Estado Social de 
Derecho: después de todo, eso es lo que plantea la Constitución como visión de 
país. 
 
La firma de un acuerdo de paz en La Habana no implicará automáticamente el fin de 
toda forma de violencia. Así lo reconoce este Plan Nacional de Desarrollo. Un 
acuerdo de paz implica enormes retos para la reintegración de los excombatientes, y 
no nos exime de continuar la lucha contra las organizaciones del crimen organizado y 



 

sus finanzas. Los retos del posconflicto son enormes. Pero un acuerdo de paz sí 
tendrá un efecto de suma importancia: deslegitimará la violencia y validará la 
democracia. Ello contribuiría a la conformación de un círculo virtuoso que movería al 
país hacia el equilibrio correcto: el de una Colombia diversa que resuelve sus 
diferencias en democracia y que transforma sus conflictos sin violencia. No hay que 
idealizar los acuerdos de paz, pero tampoco hay que subestimar su importancia. 
 
En cuanto al pilar de la equidad, Colombia es uno de los países con mayores 
desigualdades en el continente más desigual del mundo. Dependiendo de las 
mediciones, Colombia puede estar entre los tres países más desiguales de América, y 
entre los 10 o 15 más desiguales del mundo. La fractura social que eso genera es 
profunda. O Colombia atiende las disparidades sociales, o pone en riesgo su propio 
futuro. 
 
Mucho se ha discutido sobre la relación entre disparidades sociales y violencia. Una 
tesis que hizo carrera en el país durante muchos años es que la pobreza y las 
disparidades sociales, las denominadas “causas objetivas”, producen la violencia. Sin 
embargo, los estudios realizados durante las últimas décadas, basados en el análisis 
de evidencia empírica concreta 1 , han desvirtuado dicha causalidad al señalar una 
relación explicativa inversa según la cual es la violencia crónica la que contribuye a 
mantener a los países en la pobreza. 
 
Si bien la relación entre pobreza, desigualdad social y violencia es compleja, no se 
necesitan elaborados estudios para entender que una sociedad bien ordenada es 
menos proclive a la violencia y favorece la equidad y la movilidad social. El problema 
es que la desigualdad, como la violencia, es endémica y secular en Colombia, y su 
superación requiere transformaciones de fondo. Si bien el desarrollo en una economía 
de mercado requiere de una división y especialización del trabajo que puede implicar 
diferencias de ingresos e incentivos para la innovación, también es cierto que en una 
sociedad democrática dichas diferencias no pueden ser excesivamente grandes, so 
pena de comprometer la democracia misma. Los mercados altamente competitivos 
requieren una estructura institucional que provea igualdad de oportunidades sociales a 
sus ciudadanos para alcanzar una masa crítica de capital humano capaz de agregar 
valor a las actividades económicas del país y minimizar la existencia de grupos que 
capturen rentas. 
 
                                                        
1 Por ejemplo, Bonilla (2009), quien analiza y resume los resultados de Gaitán (1995), Montenegro y Posada (1995), Rubio 
(1999) y Montenegro, Posada y Piraquive (2000), entre otros. 



 

La educación, precisamente el tercer pilar de este plan, se concibe como el más 
poderoso instrumento de igualdad de la sociedad. La educación no solo nivela, sino 
que abre puertas de progreso, y mejora la calidad de la democracia. Una población 
educada puede aprovechar las oportunidades económicas que se le presentan, y tiene 
mayores capacidades para participar en el sistema político, en la economía de 
mercado y en la defensa de sus propios derechos. Las grandes revoluciones sociales 
observadas en los países de desarrollo reciente invariablemente han estado asociadas 
a grandes transformaciones educativas. La cercana experiencia de Chile, por ejemplo, 
muestra en qué medida las ventajas económicas pueden realizarse a partir de una 
educación más universal y de mejor calidad. 
 
El diagnóstico sobre la necesidad de la educación no es nuevo. Hace 20 años, una 
“comisión de sabios”, formalmente denominada Misión de Ciencia, Educación y 
Desarrollo (1994), fue convocada para estudiar precisamente estos temas y hacer 
recomendaciones para Colombia. Tanto el diagnóstico como muchas de las 
recomendaciones planteadas en esa misión siguen siendo vigentes. Un país se puede 
transformar radicalmente en 20 años, que es el plazo que toma formar una nueva 
generación. Por esto, en los próximos cuatro años debemos avanzar rápidamente en 
la conformación de un sistema educativo universal de calidad, que potencie y explote 
los talentos propios para el beneficio individual y de la sociedad en su conjunto. 
 
Soportado sobre los pilares de la paz, la equidad y la educación, este plan está 
inspirado en el espíritu de que el verdadero desarrollo económico es el que se 
traduce en bienestar para las regiones y ciudadanos que las habitan. Esto porque los 
avances sociales y económicos logrados por el país no han sido suficientemente 
homogéneos territorialmente y se concentran en las regiones con dinámicas económicas 
más sólidas o con ventajas de localización geográfica. También en las regiones con 
mejores condiciones de seguridad, y en aquellas con mayor integración con los 
principales circuitos económicos y núcleos de desarrollo. Todo lo anterior ha 
configurado significativas brechas entre las regiones y propiciado un patrón de 
desarrollo altamente desbalanceado e inequitativo que ubica a Colombia octavo entre 
los países con mayores desigualdades regionales. 
 
Por esta razón, este plan de desarrollo propone una estructura territorial que desarrolla 
a nivel regional los pilares nacionales y las estrategias transversales de política que 
se implementaran durante el cuatrienio. Esta construcción debe entenderse como una 
evolución del enfoque territorial planteado en el Plan Nacional de Desarrollo 2010-
2014, en el cual se enfatizó en reconocer las diferencias regionales como marco de 



 

referencia para la formulación de políticas públicas y programas sectoriales. Dicha 
transición implica incorporar no solo una visión territorial sino, especialmente, un marco 
para la identificación y definición de cursos de acción concretos para cerrar las 
brechas de desarrollo existentes entre las regiones, los departamentos –sus 
subregiones y municipios-, y el centro del país. Esta estructura exige, igualmente, un 
proceso de construcción participativo, a partir del diálogo entre la institucionalidad 
nacional y regional, convocando la participación de los actores sociales y políticos 
locales. Solo así, los fundamentos de la paz pueden construirse con las regiones y 
desde las regiones. Solo así pueden afianzarse la legitimidad social de las políticas 
públicas y las relaciones de confianza entre el Estado, sus distintos niveles de 
gobierno y los ciudadanos.  
 
Para el logro de los objetivos del plan, se plantean cinco estrategias transversales. 
Ellas son: 
 

1. Infraestructura y competitividad estratégicas 
2. Movilidad social 
3. Transformación del campo y crecimiento verde 
4. Consolidación del Estado Social de Derecho 
5. Buen gobierno 

 
Estas cinco estrategias, unidas a una estrategia envolvente de crecimiento verde, 
trazan los lineamientos de política que nos permitirán avanzar hacia la construcción de 
un país en paz, equitativo y educado. Cada estrategia transversal plantea objetivos 
específicos guiados hacia el alcance de estos tres grandes pilares. 
 
La infraestructura y competitividad estratégicas son necesarias para fomentar el 
crecimiento, el desarrollo humano y la integración y conectividad entre los territorios y 
la nación. En los últimos años el país ha tenido progresos importantes en materia de 
infraestructura y competitividad. Pero aún seguimos contando con una porción 
importante de infraestructura obsoleta y sin mantenimiento, quedándonos rezagados 
frente al continente. Continuando con el ambicioso programa de infraestructura de 
transporte Cuarta Generación (4G), el Gobierno Nacional hará un gigantesco esfuerzo 
en infraestructura en los próximos años. Pero no son solo carreteras lo que debe 
hacerse, y la responsabilidad no compete solo al gobierno nacional. Tenemos 
problemas de competitividad que van desde la articulación de nuestro sistema de 
ciencia, innovación y tecnología con la empresa privada hasta la eficiencia de nuestro 
sistema judicial. Así que la estrategia de infraestructura y competitividad estratégicas es 



 

clave para que Colombia pueda articularse a la economía mundial y disfrutar de un 
crecimiento sostenido. 
 
La estrategia de movilidad social describe en detalle cómo alcanzar los objetivos 
sociales del Plan Nacional de Desarrollo. Dado que los grandes pilares del plan son 
eminentemente sociales, la estrategia de movilidad social centrada en la salud, la 
educación y el empleo resulta crucial dentro del plan. En ella, fuera de las políticas 
para alcanzar la equidad y la educación de los colombianos y colombianas, se incluye 
el resto de políticas sociales de carácter complementario. Entre éstas, se cuentan el 
aumento en la calidad y cobertura del sistema educativo y de salud, programas de 
generación de ingresos, así como la continuación de exitosos programas de 
transferencias monetarias condicionadas, como Familias en Acción. 
 
En cuanto al enfoque rural, las brechas entre el campo y la ciudad en materia de 
indicadores sociales son demasiado grandes, pues en el campo se concentran los 
principales problemas de pobreza, falta de educación y falta de infraestructura, entre 
otros. Además, muchos de los problemas de violencia y narcotráfico están 
concentrados en la ruralidad. Si Colombia quiere consolidar la paz en su territorio, 
debe redoblar su atención al campo colombiano. Por eso es necesaria una estrategia 
integral de transformación del campo, que lo atienda y lo modernice como es debido, 
comenzando por lo más básico, como tener cartografía, catastro, títulos de propiedad 
y vías de acceso. Esa estrategia de transformación del campo tiene anexa la 
estrategia de crecimiento verde, porque la sostenibilidad del crecimiento económico 
depende también de los aspectos ambientales. Hay una gran complementariedad entre 
las estrategias de transformación del campo y crecimiento verde porque la mayoría de 
metas ambientales está asociada con la conservación y explotación sostenible de 
nuestros recursos naturales. 
 
La estrategia de consolidación del Estado Social de Derecho busca ampliar y 
profundizar el sistema democrático en Colombia, promover los derechos humanos y 
garantizar el goce efectivo de derechos y la justicia para todos los colombianos y 
colombianas, como bases para consolidar la paz y la convivencia pacífica. Se plantea 
un esquema de gobernabilidad en todo el territorio nacional, que no “lleve el Estado 
a los territorios”, sino que construya el Estado y su legitimidad “desde y para los 
territorios”. Se busca articular la labor de las autoridades civiles, la fuerza pública y 
la justicia en el ámbito local, urbano y rural, para garantizar la convivencia pacífica, 
la seguridad pública, la seguridad ciudadana, la defensa nacional y la desarticulación 
de las redes de criminalidad y economía ilegal. 



 

 
Por último, la estrategia de buen gobierno está orientada a garantizar la configuración 
y consolidación de un Estado moderno, más transparente, eficiente, y eficaz. Un 
gobierno que asegure “tanto mercado como sea posible, y tanto Estado como sea 
necesario”. El enfoque de buen gobierno es el de un Estado como instrumento de 
redistribución de recursos y oportunidades, esto es, de cierre de brechas. Por 
supuesto, todo esto en un contexto de estabilidad y responsabilidad macroeconómica y 
fiscal, como ha sido la larga tradición de nuestra historia económica moderna2. 
 
Es importante mencionar que este plan está construido con base en dos enfoques 
importantes: la orientación hacia resultados y la orientación territorial. 
 
Con respecto a la orientación hacia resultados, ya desde hace algunos Planes 
Nacionales de Desarrollo se han venido incluyendo metas concretas que hacen más 
factible el seguimiento y la evaluación. Sin embargo, por cuestiones prácticas, el 
énfasis recae más en la ejecución presupuestal que en la consecución de los 
resultados previstos. Para revertir este énfasis, en el diseño de este plan, cada pilar 
y cada estrategia transversal tiene asignadas unas metas, que hemos denominado 
“metas trazadoras” para los pilares y “metas intermedias” para las estrategias. Las 
metas intermedias tendrán asociadas unos productos, que, en conjunto, deben 
contribuir a lograr las metas intermedias y las trazadoras. Todas estas metas han sido 
cuidadosamente diseñadas para facilitar su seguimiento y evaluación. Nuestra intención 
es que los objetivos de este plan se puedan monitorear, sean evaluables, y puedan 
ser objeto de una efectiva rendición de cuentas por parte de los responsables de 
lograrlos. En suma, que tengan un verdadero sentido transformacional sobre la 
sociedad colombiana. 
 
Por su parte, si bien la orientación territorial tampoco es nueva, en este plan por 
primera vez se transita de un enfoque conceptual hacia una estructura territorial lo 
que implica explicitar las estrategias nacionales en lineamientos y cursos de acción 
para cada una de las regiones de la geografía nacional. Las regiones, así como el 
eje articulador del desarrollo de cada una de ellas, son: 
 
 
                                                        
2 El objetivo, como señalan Micklethwait y Wooldridge (2014), es “reinventar” el Estado, de modo que sea capaz de responder 
de manera práctica a la mejor manera de hacer las cosas. De acuerdo con Alberdi y Bidaurrazaga (2002, p. 17), “El 
concepto de buen gobierno […] se define como la forma de ejercicio del poder en un país caracterizada por rasgos como la 
eficiencia, la transparencia, la rendición de cuentas, el estado de derecho y la participación de la sociedad civil, que revela la 
determinación del gobierno a utilizar los recursos disponibles a favor del desarrollo económico y social”. 



 

 Caribe: Próspero y sin pobreza extrema,  
 Pacífico: Equidad, integración y aprovechamiento sostenible de mercados, 
 Centro-Oriente: Conectividad para la integración, 
 Centro-Sur: Desarrollo del campo y conservación ambiental, 
 Llanos: Medio ambiente, agroindustria y desarrollo humano, 
 Eje Cafetero: Talento humano innovador en territorios incluyentes. 

  
Como no podía ser de otra manera, los lineamientos regionales que propone el Plan 
Nacional de Desarrollo no pretenden sustituir la autonomía regional, ni impedir que las 
regiones sean las protagonistas de su propio desarrollo. Por el contrario, han sido 
identificados y definidos con ellas en el propósito de lograr que la estructura territorial 
garantice la necesaria armonización de los objetivos de política de la nación con los 
de las regiones, atendiendo sus justas y diferenciadas demandas, y buscando 
configurar un marco de políticas que asegure la concurrencia de acciones y recursos 
entre la nación y los territorios, que oriente la gestión al logro de resultados, y que 
permita su evaluación y rendición de cuentas. En suma, un modelo de gestión más 
efectivo en el propósito de cerrar las pronunciadas brechas de desarrollo que se 
presentan entre las regiones. 
 
La identificación y focalización de acciones del PND en los territorios es el resultado 
de la combinación de cuatro (4) dimensiones analíticas de diagnóstico y priorización 
estrictamente vinculadas: 1) una metodología de identificación de brechas en 
infraestructura de transporte, vivienda, agua potable, educación, salud, y capacidad 
institucional territorial, basada en las tipologías de municipios y las subregiones que 
conforman los departamentos y regiones del país; 2) la caracterización regional de 
las dinámicas e incidencia del conflicto armado y la violencia en el territorio nacional; 
3) la articulación del Sistema de Ciudades y la configuración de corredores urbano-
rurales en el territorio; y 4) la identificación de las zonas ambientalmente estratégicas 
que representan la riqueza natural del país, de cuyo uso adecuado dependerá la 
sostenibilidad del desarrollo.   
 
En su implementación, junto a los mecanismos convencionales de gestión y asignación 
de recursos, el plan involucrará una serie de instrumentos novedosos. Entre estos, de 
una parte, se hará uso activo de los denominados ‘contratos plan’ con los cuales se 
buscara mejorar la alineación de objetivos entre niveles de gobierno, articular mejor 
las fuentes de recursos disponibles, e incrementar el impacto de las inversiones 
regionales, particularmente de las regalías, a nivel de los departamentos y sus 
municipios. Igualmente, el plan se ha propuesto la incorporación de un modelo de 



 

presupuestación de la inversión bajo un enfoque de gestión por resultados. El 
propósito es mejorar la calidad de la inversión independientemente de la fuente, 
incrementar la transparencia en su asignación, y facilitar la evaluación del desempeño 
y la rendición de cuentas. Como complemento, se enfatizará en el uso de esquemas 
de Alianzas Publico Privadas –APP con el fin de canalizar recursos y capacidades del 
sector privado hacia el desarrollo de proyectos de alto impacto nacional y regional.  
 
El Plan Nacional de Desarrollo que ahora ponemos a consideración de toda la 
ciudadanía está construido con el convencimiento de que nuestro pasado no marca 
nuestro futuro, de que podemos ofrecerles a todos los colombianos y colombianas 
unas mejores posibilidades para ellos, y para las futuras generaciones. Ha llegado el 
momento de que el país aproveche esta oportunidad para cimentar una sociedad en 
paz, equitativa y educada. Ha llegado la hora de que trabajemos todos por un nuevo 
país. 
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2. Colombia en paz 
 

A. Diagnóstico 
 
Colombia comenzó el nuevo milenio transitando por la antesala de lo que algunos analistas 
calificaban como un “estado fallido”, al presentar los niveles más altos de su historia en 
materia de tasas de homicidio, desplazamiento forzado, secuestros y áreas del territorio bajo 
cultivos ilícitos (Gráfica 1). En efecto, en 2000, Colombia reportó la cifra más alta de 
plantaciones de coca, un total de 163.289 hectáreas sembradas, y también el mayor número 
de personas secuestradas, 3.572 en total. Así mismo, en 2002 el país alcanzó los niveles 
más críticos en materia de homicidios, con una tasa de 69,62 homicidios por cada cien mil 
habitantes (hpch), y un total de 643.491 víctimas de desplazamiento forzado (Observatorio 
de DH y DIH, Presidencia de la República, 2014).  
 

Gráfica 1. 
Tasa de Homicidio, desplazamiento forzado y hectáreas con cultivos de coca a nivel nacional 

2000-2013 

 
Fuentes: Observatorio de DH y DIH; SIMCI 

 
A esa situación contribuyó de manera importante el narcotráfico, particularmente por sus 
efectos amplificadores sobre la violencia y la criminalidad, los cuales acentuaron la debilidad 
del Estado para brindar seguridad y propiciar condiciones de gobernabilidad en las regiones 
más apartadas de la geografía donde éste tiene mayor incidencia. No cabe duda de que el 
narcotráfico ha sido un factor explicativo tanto de la intensidad como de la prolongación del 
conflicto. 
 
Con el objetivo de contrarrestar la crítica situación del país y recuperar la seguridad en las 
regiones más afectadas por el conflicto armado, en los últimos 15 años el Estado ha 
adoptado múltiples estrategias que lograron mejoras significativas en materia de seguridad y 
derechos humanos. Dichas estrategias se vieron reflejadas, por ejemplo, en la reducción del 

0

100.000

200.000

300.000

400.000

500.000

600.000

700.000

0,00

10,00

20,00

30,00

40,00

50,00

60,00

70,00

80,00

2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013

Tasa Hom Hras.coca P. Expuls.



2 
 

número de municipios afectados por dinámicas violentas (Gráfico 2) y en el restablecimiento, 
desde 2004 hasta la fecha, de la superioridad militar de la fuerza pública sobre los grupos 
armados ilegales a nivel nacional (Fundación Ideas para la Paz , 2014).  
  

Gráfica 2. 
Promedio de municipios por periodo con registro de acciones armadas y violencia asociada al 

conflicto a nivel nacional 

 
Fuente: (Fundación Ideas para la Paz , 2014) y (DNP, 2014) 

 
Con el mismo propósito, el Estado promovió la adopción de instrumentos para avanzar en la 
garantía de los derechos de verdad, justicia, y reparación de las víctimas, establecer garantías 
de no repetición, y facilitar la reincorporación individual o colectiva a la vida civil de los 
desmovilizados (Ley 975 de 2005). Fruto de ese esfuerzo, en enero de 2014 había 1.622 
desmovilizados postulados a Justicia y Paz, de los cuales 128 se encontraban en etapa de 
legalización de cargos, 370 en formulación y 1.124 en etapa de imputación. En este marco, 
se han confesado 64.803 delitos que relacionan a un total de 64.473 víctimas (Fiscalía 
General de la Nación, Marzo 2014). 
 
Como complemento a lo anterior, en una medida sin precedentes en la historia del país, en 
2011 fue aprobada la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras (Ley 1448 de 2011). Con 
esta se establecieron medidas judiciales, administrativas, sociales y económicas para el 
beneficio individual y colectivo de las víctimas del conflicto armado, en particular, para hacer 
efectivo el goce de sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación con garantías de no 
repetición (Unidad para la Atención y Reparación Integral a Víctimas, 2014).  
 
A la fecha, la Unidad Administrativa para la Atención y Reparación Integral de las Victimas 
(UARIV) ha acompañado 267.355 víctimas en su plan de reparación individual, lo que 
representa un avance de 96% en su meta para el cuatrienio 2010-2014; asimismo, ha 
apoyado la formulación de 123 planes para procesos de retorno o reubicación, que equivalen 
al 100% de su meta para el mismo periodo (Sinergia, 2014). Además, el reconocimiento de 
los daños colectivos ha permitido que a 2014 se acompañen 303 sujetos de reparación 
colectivas, entre comunidades, grupos y sujetos étnicos, hacia la formulación de sus planes 
de reparación colectiva (Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 
2014).  
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En materia de restitución de tierras, a marzo de 2014 la Unidad de Restitución de Tierras 
(URT) había recibido 59.741 solicitudes de inclusión al Registro de Tierras, que 
corresponden a 48.890 predios y a 40.964 solicitudes (Unidad de Restitución de Tierras, 
2014). Para esta misma fecha, la URT reportó la restitución de 20.877 hectáreas en 431 
fallos judiciales, los cuales cubren 1.045 casos. 
 
A pesar de los avances para la recuperación de la seguridad y la garantía de los derechos, 
el Estado colombiano aún enfrenta el reto de consolidar la construcción de la paz en los 
territorios. Lo anterior, porque el conflicto con las organizaciones armadas, aunque en niveles 
inferiores a los observados antes de 2000, sigue propiciando un círculo perverso de violencia, 
economía ilegal, y degradación del medio ambiente, particularmente en las zonas rurales 
apartadas donde la presencia del Estado es aún débil.  
 
Según el CONPES 3787 de 2013, los municipios con mayores dificultades para cumplir con 
las exigencias en materia de gestión fiscal y desempeño son aquellos de sexta categoría, 
alejados de las grandes urbes del país, que históricamente han sido afectados por la 
presencia de actores armados ilegales y que observan una débil capacidad en la 
administración de justicia (Departamento Nacional de Planeación, 2013). En algunos de estos 
municipios, se ha identificado además que la oferta social del Estado se ha organizado para 
atender las necesidades particulares de distintos grupos poblacionales (víctimas, participantes 
de programas de reintegración, entre otros) a través de estrategias diferenciadas, generando, 
en muchos casos, intervenciones desarticuladas, un acceso asimétrico a la oferta social para 
la garantía de derechos, desconfianza hacia la institucionalidad y afirmando prejuicios sobre los 
propios grupos poblacionales (Cárdenas, Casas, & Méndez, 2014).  
 
Se calcula que un total de 269 municipios de este tipo continuaban registrando actividad 
armada y violencia en 2013, lo que representa el 25% del total de municipios del país 
(DNP, 2014). De acuerdo con DeJusticia, de 229 municipios con débil desempeño 
institucional general entre 2005 y 20111, el 73% (167) tuvo presencia permanente de 
guerrillas entre 2000 y 2012 (DeJusticia, 2013). Así mismo, observa esta organización que 
solo el 5,1% de los homicidios dolosos que han ingresado al sistema judicial entre 2005 y 
2011 han tenido como resultado una condena; porcentaje alto en comparación con otros 
delitos, como por ejemplo lesiones personales (0,6%), acoso sexual (0,2%), delitos contra 
la administración pública (0,6%) o terrorismo (1,9%).  
 

                                                 
1 Según informe de DeJusticia, el desempeño integral se mide a través de: 1) El desempeño de la justicia local a partir tanto 
de la presencia de jueces como de la eficacia en la sanción de homicidios (o tasa de impunidad) y 2) el desempeño integral 
de los municipios, entendidos como aparatos burocráticos de gestión (DeJusticia, 2013). 
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Adicionalmente, los análisis parecen evidenciar un patrón demográfico de concentración de la 
impunidad como resultado de un bajo desempeño de la justicia en los siguientes 
departamentos: Chocó, Nariño, Cauca, Putumayo, Meta, Guaviare, Vaupés, Vichada, Arauca y 
Norte de Santander; mientras que departamentos como Cundinamarca, Boyacá, Santander, 
Norte de Santander y Tolima registran bajas tasas de impunidad.  
 
Junto a lo anterior, en los últimos tres años el 60% de las acciones armadas del conflicto 
se concentraron en los departamentos fronterizos de Norte de Santander, Arauca, Putumayo, 
Nariño, Cauca y Antioquia con lo que se observa una fuerte correspondencia geográfica entre 
las zonas con mayores déficits de justicia y aquellas de mayor concentración de acciones 
armadas, cultivos ilícitos, o minería ilegal, entre otros factores generadores de violencia 
(Mapas 1 y 2).  
 
Norte de Santander, Putumayo y Nariño, por ejemplo, concentraron el 60% de los cultivos 
ilícitos censados en 2013 (Departamento Nacional de Planeación, 2014); y las fronteras con 
Perú, Brasil y Panamá se consolidaron como los principales focos de minería ilegal y 
explotación ilícita de recursos naturales (Ministerio de Defensa Nacional, 2011). Asimismo, 
Norte de Santander, Putumayo y Arauca representaron el 92% de los atentados contra la 
infraestructura petrolera del país; y Antioquia, Nariño y Cauca el 70% de los atentados contra 
torres de energía del país (ver Capítulo Consolidación del Estado Social de Derecho – Ref. 
Cruzada). 
 

Mapa 1. Municipios con acciones armadas y 
violencia asociada al conflicto 1990-2013 

Mapa 2. Índice de Desempeño de la Justicia local 
2005-2011  

  
Fuente: (DNP, 2014) Fuente: (DeJusticia, 2013). 
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A partir de lo anterior es posible identificar tres aspectos, frente a la situación de comienzos 
del milenio, que plantean significativas oportunidades para impulsar una salida negociada al 
conflicto armado interno como elemento central de una estrategia de paz integral. En primer 
lugar, en el presente ni las FARC ni el ELN cuentan con la fortaleza militar de comienzos 
de la década del 2000 para lograr sus aspiraciones de toma del poder por la vía de las 
armas. Sin embargo, no están derrotadas y sí plantean la posibilidad de prolongar una guerra 
de baja intensidad impulsada con recursos provenientes del narcotráfico, minería ilegal, y/o 
alianzas con bandas criminales (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2014). Las 
transformaciones de la guerrilla a esta nueva situación y sus alianzas con diferentes redes 
criminales plantean retos a futuro sobre la arquitectura institucional necesaria para atender los 
nuevos problemas en materia de defensa, convivencia y seguridad ciudadana (Fundación Ideas 
para la Paz, 2013). 
 
En segundo lugar, Colombia cuenta con una serie de ‘infraestructuras de paz’2, algunas de 
ellas derivadas de la Ley de Justicia y Paz, de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, 
y otras provenientes de iniciativas de la sociedad civil como los Programas Regionales de 
Desarrollo y Paz, que permiten avanzar en la construcción de entornos favorables a la paz 
en dos aspectos fundamentales. Por un lado, aportan a la garantía de derechos de las 
víctimas del conflicto al ser espacios permanentes dotados de credibilidad, autoridad y recursos 
necesarios para la sostenibilidad de la paz. Por otro lado, sirven como referentes de 
lecciones aprendidas para la planeación e implementación de estrategias y programas para una 
futura construcción de paz. 
 
En tercer lugar, independientemente de las estrategias implementadas, el conflicto armado 
continúa teniendo un mayor impacto en regiones con una débil presencia estatal, altos índices 
de pobreza, alta vulnerabilidad ambiental, inseguridad jurídica en materia de propiedad, y 
deficiencias en infraestructura y conectividad, especialmente en el ámbito rural. 
 
De acuerdo con la Misión para la Transformación del Campo, en los últimos 10 años se 
registró un aumento en la brecha de pobreza entre el campo y la ciudad. En 2003 la tasa 
de pobreza rural era 1,9 veces superior a la de pobreza urbana, mientras que en 2013 esa 
relación aumentó a 2,5 (Misión para la Transformación del Campo, 2014). Además, se 
presenta una situación de inseguridad jurídica que se deriva de la alta incidencia de la 
informalidad en los derechos de propiedad de la tierra, tales como la ocupación y la 
posesión, y también en la tenencia de predios con dudas respecto a sus linderos y 
extensión. Se calcula que solamente el 21,4% de los predios rurales está ocupado por 
propietarios formales, mientras que el 59% están en condición de informalidad (Misión para la 

                                                 
2 Según el PNUD, “una infraestructura de paz es una red interdependiente de sistemas, instituciones, recursos y habilidades 
sostenido por el gobierno, la sociedad civil y las comunidades que promueve el diálogo y la consulta, previene los conflictos y 
facilita la mediación pacífica cuando la violencia ocurre en una sociedad’. (Pfieffer, 2013) 
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Transformación del Campo, 2014). Por su parte, al evaluar la situación de los territorios en 
materia de infraestructura vial y social, se encuentran grandes necesidades en este sentido en 
más de 600 municipios, que representan cerca del 60% del país (DNP, 2014). 
 
Así mismo, en sus efectos agregados, estudios académicos disponibles han advertido que el 
conflicto armado le cuesta a la economía colombiana entre 0,5 y 8,32 puntos porcentuales 
de su tasa de crecimiento anual. En efecto, si la tasa de crecimiento anual de Colombia 
entre los años 2000 y 2009 estuvo alrededor de 3,8%, entonces el conflicto armado le pudo 
haber costado a Colombia más del 100% de su tasa de crecimiento anual promedio en este 
mismo período (Villa, Restrepo, & Moscoso, 2014). La cuantificación completa de estos 
efectos es difícil, porque una cosa son los costos del conflicto y otra cosa es el impacto de 
la paz sobre el crecimiento. Los costos del conflicto se refieren al esfuerzo financiero que 
significa mantener la capacidad operativa de las fuerzas militares para contrarrestar los 
embates del terrorismo y el accionar de actores armados ilegales y, se refieren también, al 
daño que el conflicto causa en términos de pérdidas del capital humano, físico y natural del 
país. Por lo tanto implican una medición “directa” de lo que el conflicto cuesta. Pero otra 
cosa es el impacto de la paz sobre el crecimiento, que tiene que ver más con los costos 
de oportunidad, representados, por ejemplo, en la pérdida de oportunidades de inversión fruto 
de la percepción de inseguridad y del deterioro de la confianza de los agentes económicos 
en el país. Por las dos vías, los efectos del conflicto sobre el crecimiento son considerables. 
 
Por último, se destacan las interrelaciones que se generan entre el conflicto armado, la 
economía ilegal del narcotráfico y la destrucción del patrimonio natural del país, particularmente 
por la incidencia de los cultivos ilícitos sobre la deforestación de grandes zonas de 
conservación, como la amazonia. La paz es en ese sentido un requisito para el 
restablecimiento de los equilibrios necesarios entre el uso y la conservación de los recursos 
naturales de manera que se prevenga su deterioro, se garantice su renovación permanente, y 
se asegure la preservación de las funciones ambientales de los territorios. Estos, a su vez, 
hacen necesaria la promoción de alternativas productivas y de aprovechamiento sostenibles, 
mediante las cuales las poblaciones de las zonas afectadas puedan obtener beneficios 
económicos como empleo y mayores niveles de ingreso por medio de la provisión de bienes 
y servicios ambientales. En ese sentido, el apoyo de la cooperación internacional a las 
iniciativas de desarrollo vinculadas a la protección del medio ambiente y adaptación al cambio 
climático, ofrece importantes oportunidades para el afianzamiento de la paz territorial en las 
etapas del post conflicto.  
 

B. Visión y objetivos 
 
La visión de paz del Gobierno Nacional tiene en el centro de sus prioridades la finalización 
del conflicto armado, la garantía de derechos y el fortalecimiento de las instituciones desde un 
enfoque territorial, que parte de la base de que el conflicto ha afectado a los territorios de 
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forma diferenciada, dejando sus mayores secuelas en el ámbito rural (Jaramillo, 2013). En 
este sentido, esta visión trasciende la concepción clásica de paz como terminación de la 
confrontación armada, y avanza hacia una visión holística en la cual se involucran, además, 
todos los aspectos estructurales del desarrollo y la garantía plena de la democracia en el 
territorio. 
 
En línea con este propósito, la Constitución Política, señalada como una “Constitución para la 
Paz”, le otorgó a la noción jurídica de la paz un triple carácter: el de valor de la sociedad 
y fundamento del Estado Social de Derecho y de los Derechos Humanos (Preámbulo); el de 
fin esencial que irradia el ordenamiento jurídico interno y que, como principio, debe dirigir la 
acción de las autoridades públicas (Art. 2); y por último, como derecho fundamental (Art. 
22), que si bien es cierto no es de aplicación inmediata, sí debe dirigir la acción de las 
autoridades y los particulares.3 
 
Por su parte, la comunidad internacional ha venido afirmando, cada vez con mayor fuerza, la 
necesidad de reconocer la paz como un derecho de toda la humanidad. Si bien se han dado 
algunos pasos para alcanzar este propósito mediante instrumentos jurídicos no vinculantes, 
como las resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas 33/73 de 1978, 
“Declaración sobre la preparación de las sociedades para vivir en paz”, y 39/11 de 1984, 
“Declaración sobre el Derecho de los Pueblos a la Paz”, el contexto internacional avanza 
hacia la adopción de este principio como prioridad de todas las naciones que atraviesan por 
conflictos violentos.4  
 
Por ello es conveniente entonces, desde ahora, empezar sentar las bases y condiciones que 
permitan iniciar ese proceso de construcción conjunta de la paz, lo que lleva a comprender 
que esta construcción de una Colombia en paz pasa por garantizar los derechos 
fundamentales de todos los ciudadanos, especialmente a quienes el conflicto armado se los 
ha restringido, y por transformar la ilegalidad presente en varios territorios del país a través 
de una institucionalidad que brinde las garantías y oportunidades para el goce efectivo de 
dichos derechos.  
 
Esta construcción conjunta significa que alcanzar la paz es, en primer lugar, un proceso y no 
la aplicación inmediata de una formula previamente determinada; y en segundo lugar, que 
este proceso debe ser ampliamente participativo, en la medida en que debe concebirse y 
desarrollarse a partir de un diálogo que incluya al Gobierno y las instituciones estatales, a las 
                                                 
3 Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-048 de 2001. 
4 El reciente informe del grupo de trabajo intergubernamental encargado del proyecto de declaración de las Naciones Unidas 
sobre el derecho a la paz (Agosto de 2014), viene sometiendo a los Estados una propuesta de declaración sobre el derecho a 
la paz, orientada a la promoción, protección y respeto de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales, así como 
los principios de una vida libre del temor y la miseria, de igualdad y no discriminación, y de la justicia y el estado de derecho 
como medio para construir la paz en la sociedad. Cfr. Consejo de Derechos Humanos. Documento A/HRC/27/63, 8 de agosto 
de 2014. 
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organizaciones sociales y a las comunidades en el territorio, y al sector privado y a sus 
empresas; diálogo que a su vez permitirá prevenir, gestionar, transformar o resolver los 
conflictos sin recurrir de nuevo al uso de la violencia. 
 
Ahora bien, la persistencia del conflicto armado en Colombia ha sido durante décadas un 
elemento obstaculizador de los procesos de desarrollo del país, no sólo en términos 
económicos sino sociales e institucionales, y ha tenido impactos diferenciados en los territorios 
y en distintas poblaciones. En efecto, en la literatura pareciera existir un consenso frente a 
que la violencia delincuencial y el conflicto armado afectan negativamente el desempeño 
económico, y se han reconocido los beneficios que traería para la economía la firma de la 
paz con la guerrilla de las FARC, como dividendos de la paz, afirmando incluso que en un 
escenario optimista donde los ataques de esta guerrilla se redujeran en un 100%, y todos los 
demás factores permanecieran constantes, entonces el PIB departamental aumentaría 
anualmente en promedio 4,4% (Villa, Restrepo, & Moscoso, 2014). 
 
Bajo esta consideración, la construcción de una Colombia en Paz apunta a la remoción de 
dichos obstáculos del desarrollo, aprovechando las ventanas de oportunidad política que ofrece 
el proceso de paz actual que se adelanta con la guerrilla de las FARC, el inmenso potencial 
que se tiene como sociedad y la fortaleza adquirida por diversos sectores del Estado y de la 
sociedad civil que han venido trabajando en la construcción de la paz aún en medio del 
conflicto.  
 
En línea con lo anterior, el sector empresarial, por ejemplo, está llamado a participar de 
manera proactiva y sostenida como un agente destacado para una paz estable y duradera en 
Colombia. Las empresas, con su capacidad de generar oportunidades económicas y sociales, 
tienen un rol central para contribuir a las transformaciones que el país requiere para construir 
condiciones de desarrollo y paz en los territorios. De esta manera, el sector debe orientarse 
a desarrollar modelos empresariales que interpreten el contexto territorial para romper los ciclos 
de violencia, la desigualdad, la exclusión y la violación de derechos humanos, y crear círculos 
virtuosos que favorezcan mayores niveles de inclusión económica y social. 
 
Por su parte, la cooperación internacional también adquiere una posición relevante en la 
transición del conflicto armado a la paz. Organismos y agencias internacionales, las 
representaciones diplomáticas y sus oficinas de cooperación, las ONG internacionales, entre 
otros actores, tienen una fuerte presencia en Colombia y pueden ser un claro aliado del país 
para estos propósitos. Su valor agregado en Colombia es múltiple. Disponen de recursos, 
capacidad técnica, confianza en los territorios y conocimiento que puede contribuir a un 
proceso de construcción de paz innovador, que apoye la implementación rápida de los 
eventuales acuerdos de paz, al mismo tiempo que acompaña en el medio y largo plazo, las 
transformaciones de fondo que Colombia necesita. En particular se destaca la conexión entre 
paz y ambiente, que está fuertemente mediada por el tema del narcotráfico. La cooperación 
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internacional puede jugar un papel directo en la búsqueda de la paz, pero también uno 
indirecto, apoyando iniciativas ambientales con efectos sobre la paz. 
 
Además de los anteriores aspectos, la visión de paz del Gobierno Nacional reconoce la 
necesidad de hacer visibles las diferencias regionales como marco de referencia para formular 
y ejecutar políticas publicas acordes con las características y prioridades de cada región, 
teniendo en cuenta las particularidades de sus grupos poblacionales. Resalta, igualmente, la 
importancia de mejorar las capacidades de las entidades territoriales para la formulación, 
ejecución y seguimiento de los planes y programas de inversión, incluyendo la estructuración 
de proyectos y la evaluación de los resultados del gasto.  
 
Asimismo, la visión de paz reconoce la necesidad de pensar en estrategias que apunten a 
un desarrollo rural integral, orientado a la adopción de políticas más comprehensivas, 
multisectoriales y territoriales para brindar mejores condiciones de vida, oportunidades y 
desarrollo para todos los habitantes del campo. Para ello, es necesario lograr un aumento en 
el acceso a la tierra pues solo el 36,4% de los hogares rurales tiene acceso a la misma. 
(Misión para la Transformación del Campo, 2014). 
 
Bajo estas consideraciones, la visión de una Colombia en paz en el presente Plan Nacional 
de Desarrollo, está soportada en cuatro enfoques básicos: (i) el enfoque de derechos, 
entendido como la garantía del goce efectivo de los derechos de los ciudadanos en ejercicio 
pleno de su ciudadanía; (ii) el enfoque territorial que implica la atención diferenciada de los 
territorios con el fin de cerrar las brechas existentes entre los ámbitos urbano y rural, 
especialmente en aquellos que se han visto más afectados por los efectos del conflicto 
armado interno y que tienen un mayor rezago en su desarrollo; (iii) el enfoque participativo, 
entendido como la profundización de la democracia y la participación de todos los ciudadanos 
en las decisiones que les incumbe; y (iv) la reconstrucción de la confianza entre los 
ciudadanos y entre la ciudadanía y el Estado como base para la reconciliación.  
 
Bajo estos enfoques, empezar a preparar al país para la construcción de una paz estable y 
duradera, por ejemplo, desde un enfoque territorial, requiere repensar muchas de las 
instituciones vigentes y fortalecerlas en el marco de una agenda de cambio asociada al fin 
del conflicto. Los cambios requeridos en la institucionalidad deben estar orientados a garantizar 
la satisfacción plena de los derechos de la ciudadanía y el trámite efectivo de sus demandas, 
pero con un abordaje desde la perspectiva de los territorios, con sus autoridades y 
comunidades, y bajo una lectura adecuada de las complejidades de su diversidad y sus 
particularidades. 
 
Asimismo, el enfoque participativo implica pasar de una concepción de la ciudadanía como 
receptora de las acciones del Estado, y cuya participación se limita escasamente a los 
procesos electorales; a una ciudadanía que prioriza, define y ejecuta las acciones que le 
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afectan directamente, y que con estas acciones contribuye a la construcción misma del 
Estado. Se trata de darle un verdadero sentido democrático al diseño y desarrollo de la 
política pública, donde los mecanismos de democracia representativa se complementen con 
aquellos propios de la democracia participativa. 
 
No hay duda que la construcción de la paz le permitirá al país potenciar su desarrollo 
económico a través de ambientes más seguros y atractivos para la inversión, con una mejor 
y más equitativa distribución de las oportunidades, y una adecuada atención a las prioridades 
en temas fundamentales como la reducción de la pobreza y la inequidad, y la provisión de 
servicios sociales esenciales, como la educación y la salud, a lo largo de todo el territorio.  
 
Para alcanzar esta visión de una Colombia en paz, y desde la necesidad de priorizar el 
esfuerzo público para el cierre de brechas sociales, económicas y territoriales como base de 
las transformaciones sociales que requiere esta Nación, es necesario avanzar en el 
cumplimiento de los siguientes objetivos:  
 
1. Fortalecer las condiciones para un proceso de construcción de paz y garantizar su 

sostenibilidad para permitir al país y a sus ciudadanos alcanzar su pleno potencial como 
nación. 
 

2. Integrar el territorio y sus comunidades, para contribuir al cierre de brechas poblacionales 
y sociales, potenciando la conectividad para la inclusión productiva y el acceso a bienes 
públicos, servicios sociales e información. 

 
3. Reducir las desigualdades sociales y territoriales entre los ámbitos urbano y rural, mediante 

el desarrollo integral del campo como garantía para la igualdad de oportunidades. 
 

 
C. Lineamientos generales y metas trazadoras 

 
El propósito fundamental de alcanzar una Colombia en paz, requiere del desarrollo de 
estrategias construidas territorialmente y enmarcadas en un escenario de transición en el cual 
se establezcan las garantías para su sostenibilidad en todo el territorio nacional y la 
reconstrucción de las zonas que fueron afectadas por los efectos del conflicto armado interno. 
En este sentido, si bien todas las estrategias transversales del PND 2014-2018 están 
orientadas a alcanzar estos propósitos, la consolidación del Estado Social de Derecho, la 
transformación integral del campo colombiano y el desarrollo de infraestructura y competitividad 
estratégicas, constituyen el soporte fundamental de este pilar y su sostenibilidad en todos los 
territorios. Los principales lineamientos y metas trazadoras para asegurar el logro de los 
objetivos propuestos por el Plan, son los siguientes:  
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Objetivo 1. Fortalecer las condiciones para un proceso de construcción de paz y garantizar su 
sostenibilidad para permitir al país y a sus ciudadanos alcanzar su pleno potencial como nación. 
 
1. Garantizar la igualdad de oportunidades en el goce efectivo de los derechos sociales 

fundamentales 
 
La garantía efectiva de los derechos sociales fundamentales es, por excelencia, el criterio 
para evaluar la consolidación del Estado Social de Derecho en Colombia (Arango, 
2004). En este sentido, el cierre de brechas es determinante como principio fundamental 
que debe guiar las labores del Estado con el propósito de corregir las desigualdades 
existentes, promover la inclusión y la participación, propiciar ambientes seguros para el 
ejercicio de las libertades fundamentales, incrementar el acceso a los servicios de justicia 
de las comunidades en contextos conflictivos, y garantizar a las personas o grupos en 
situación de desventaja el goce efectivo, gradual y progresivo, de sus derechos sociales 
fundamentales5. 
 
En este sentido, para garantizar la igualdad de oportunidades en el goce de derechos, es 
necesario avanzar en las transformaciones estructurales que deben promover, además de 
una paz durable, una paz sostenible. Estas transformaciones tienen que ver con la 
consolidación del Estado Social de Derecho en todo el territorio nacional, como condición 
para la garantía y la protección de los derechos civiles y libertades fundamentales de 
todos los ciudadanos, así como la gradual y progresiva garantía de sus derechos sociales; 
la integración regional del país, como condición para la promoción de la igualdad 
económica y social y la superación de las brechas y desequilibrios territoriales; el aumento 
de la calidad en la educación; así como mecanismos institucionales para la gestión y 
transformación de conflictos sin violencia priorizando el diálogo frente a la estigmatización y 

                                                 
5 Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-1064 de 2001. “[…] [E]ntre las manifestaciones concretas del principio fundamental del 
Estado Social de Derecho se encuentran, por ejemplo, los mandatos generales dirigidos a promover la igualdad real y efectiva 
mediante la adopción de medidas a favor de grupos marginados o discriminados (artículo 13 inciso 2 C.P.); proteger 
especialmente a las personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad 
manifiesta (artículo 13 inciso 3 C.P.); proteger a la mujer embarazada, a la mujer cabeza de familia, a la niñez, a los 
adolescentes, a las personas de la tercera edad, a los discapacitados, a los pensionados y a los enfermos (artículos 43 a 49 
C.P.); apoyar a los desempleados (artículo 54 C.P.) y promover el pleno empleo así como el mejoramiento de la calidad de 
vida de las personas de menores ingresos (artículo 334, inciso 2); y, en general, dar prioridad sobre cualquier otra asignación 
al gasto social para la solución de las necesidades insatisfechas de salud, de educación, de saneamiento ambiental y de agua 
potable en los planes y presupuestos de la Nación y de las entidades territoriales (artículo 366 C.P.). La interpretación 
sistemática del principio fundamental del Estado Social de Derecho y de los preceptos constitucionales que lo concretan, permite 
concluir que dicho principio abarca, sin caer en el paternalismo o en el asistencialismo, contenidos tanto de participación en la 
prosperidad general, de seguridad frente a los riesgos de la vida en sociedad, de equiparación de oportunidades como de 
compensación o distribución de cargas. Por la concepción material de la igualdad, el grado y tipo de protección requerido varía 
entre situaciones diferentes, cuando se trata de distribuir y asignar recursos escasos en un contexto en el que existen 
objetivamente necesidades insatisfechas que el Estado debe prioritariamente atender.” 
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la violencia, así como el predominio y generalización en Colombia de valores y cultura de 
paz y democracia.  
 
Para estos propósitos se requiere además de instituciones en el nivel local con capacidad 
de recaudar impuestos, brindar seguridad, proteger la propiedad, administrar justicia y, en 
general, garantizar los derechos de los ciudadanos. En ese sentido, es necesario, por 
ejemplo, brindar condiciones para que los municipios puedan llevar a cabo un cobro 
eficiente del impuesto predial, para lo cual serán necesarios sistemas de información 
actualizados que den cuenta de los cambios que ocurren en los territorios. De igual 
manera, será imprescindible establecer mecanismos ágiles que permitan el acercamiento de 
los ciudadanos al sistema judicial en todo el territorio nacional. 
 
Estas apuestas de construcción de paz a su vez plantean la importancia de fortalecer la 
participación ciudadana y comunitaria en la planificación, desarrollo y seguimiento a planes 
de gobierno, y en la gestión del desarrollo económico y social regional (Romero & 
García, 2014). Estos procesos deben estar orientados además por un enfoque diferencial 
que promueva la garantía de derechos de comunidades étnicas, niños, niñas y 
adolescentes, población en situación de discapacidad y la tercera edad; y por el 
imperativo de promover los derechos integrales de las mujeres y la igualdad de género, 
desde una perspectiva interseccional (Alta Consejería Presidencial para la Equidad de la 
Mujer, 2012). 
 

2. Promover los derechos a la verdad, justicia, reparación y las garantías de no repetición 
 
Sin desconocer la importancia de avanzar en las transformaciones sustantivas anteriores, 
también es necesario fortalecer los mecanismos de justicia transicional para asegurar un 
equilibrio entre la aplicación de la justicia frente a los delitos cometidos; la verdad como 
mecanismo de reconocimiento del daño; la reparación a las víctimas como condición básica 
para resarcir los efectos causados; y la creación de condiciones para la convivencia, la 
reconciliación y las garantías de no repetición de los hechos violentos y del conflicto 
armado en sí mismo.  

 
En segundo lugar, se dará especial atención a los procesos de desarme, desmovilización 
y reintegración de combatientes a fin de impedir que los individuos desmovilizados se 
vinculen a dinámicas de criminalidad y violencia (nuevos grupos armados, expresiones de 
crimen organizado, delincuencia común, entre otras); mediante la adopción de medidas 
temporales excepcionales que permitan la reintegración de los excombatientes a la 
comunidad política, al ejercicio de la ciudadanía en todos los territorios y al disfrute de 
garantías para ejercer sus derechos políticos desligados de las armas. 
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Objetivo 2. Integrar el territorio y sus comunidades, para contribuir al cierre de brechas 
poblacionales y sociales, potenciando la conectividad para la inclusión productiva y el acceso a 
bienes públicos, servicios sociales e información. 

 
1. Incrementar los esfuerzos para la integración institucional y territorial.  

 
Una de las más evidentes consecuencias del conflicto armado en los territorios afectados 
se refleja en la baja infraestructura vial y social, así como las carencias en prestación de 
los servicios necesarios para su integración a la vida económica e institucional del país. 
Las regiones donde el conflicto armado fue más intenso y persistente, han demandado 
mayores esfuerzos para desarrollar la infraestructura de vías de comunicación con los 
mercados, y se han visto limitadas las capacidades institucionales para apoyar el desarrollo 
integral del territorio y, en particular, de la producción agropecuaria sostenible. De igual 
forma, la confianza entre ciudadanía, comunidades e institucionalidad estatal también se ha 
visto afectada a causa del conflicto, así como producto de la débil presencia estatal en 
algunos territorios. 
 
Por lo anterior, la integración y la transformación de los territorios, en particular aquellos 
que han resultado más afectados por el conflicto armado, o se encuentran rezagados 
institucionalmente o que no han logrado articularse con el desarrollo económico nacional y 
regional, requiere de esfuerzos especiales dirigidos a mejorar en ellos la gobernabilidad y 
el buen gobierno, así como la infraestructura y conectividad física de los mismos; 
fortaleciendo sus capacidades institucionales a través del mantenimiento adecuado de las 
redes de vías terciarias, la corrección del déficit en electrificación y de agua potable, y la 
conectividad en comunicaciones, entre otras. 
 
La construcción de la paz demanda igualmente que el diseño de la política pública sea 
especialmente funcional a las regiones donde la labor de construir paz es más exigente. 
Es decir, se requiere llevar a cabo un ejercicio de construcción diferenciada de Estado 
(Arévalo, 2014). En esta tarea, se deben emprender ajustes a la institucionalidad tanto 
del nivel central como del nivel regional y local, y especialmente se deben enriquecer e 
innovar los mecanismos que determinan el relacionamiento Nación-Región de tal forma que 
se facilite su coordinación y articulación. 
 

2. Avanzar en la conectividad física y digital para el cierre de brechas.  
 
Para alcanzar los propósitos de integración territorial, se requiere avanzar en esquemas 
innovadores de ejecución, que focalicen la participación de la comunidad en las actividades 
de rehabilitación y mantenimiento de infraestructura, especialmente en aquellos territorios 
más rezagados en su desarrollo. De igual forma, se requiere un nuevo marco técnico y 
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jurídico, que tenga en cuenta las realidades regionales y las características geográficas de 
estos territorios.  
 
Por su parte, la conectividad digital resultará indispensable para avanzar en el cierre de 
brechas poblacionales y territoriales para el acceso a bienes, a servicios e información, 
aprovechando las posibilidades que la tecnología ofrece para innovar, reducir costos, 
educar y compartir información; y el inmenso potencial que ha adquirido el Estado en los 
últimos años para el desarrollo de políticas de innovación social. Además, la conectividad 
es esencial para llevar la presencia del Estado a las zonas más apartadas, por lo cual 
es un elemento fundamental en el proceso de construcción de la paz territorial.  
 
De esta manera, las estrategias del Plan de cara a estos propósitos, están orientadas a 
impactar en la productividad regional, reducir los costos de transporte de los productos 
rurales, y promover la equidad poblacional y territorial, mejorando las condiciones de 
conectividad y acceso de las poblaciones más necesitadas a los bienes y servicios para 
su desarrollo y bienestar. Con lo anterior, será posible generar las condiciones para la 
construcción de paz, al facilitar la presencia del Estado en zonas apartadas, incentivando 
el trabajo asociativo alrededor de la infraestructura y facilitando el retorno de la población 
rural víctima del conflicto armado. 

 
 
Objetivo 3. Reducir las desigualdades sociales y territoriales entre los ámbitos urbano y rural, 
mediante el desarrollo integral del campo como garantía para la igualdad de oportunidades. 
 
1. Garantizar el bienestar de las comunidades rurales (campesinas, indígenas, negras, 

afrodescendientes, palenqueras y raizales)  
 
El bienestar de las comunidades rurales debe ser uno de los enfoques fundamentales de 
la política pública, mediante estrategias como el desarrollo rural integral que busquen 
corregir los desequilibrios regionales en la provisión de bienes públicos y servicios sociales, 
promover la igualdad de oportunidades para los pobladores rurales y el aumento 
significativo de la competitividad sectorial sobre la base de la economía campesina como 
principal fuente de ingresos en las áreas rurales, especialmente en territorios con alto 
riesgo de conflictividad social y económica.  
 
El desarrollo rural integral requiere además de estrategias para facilitar la comunicación 
entre las personas, acceder a la información de servicios como la salud, justicia y 
educación o mejorar la productividad de los negocios, a través de tecnologías de 
información y de políticas para promover el acceso, el uso y su incorporación en la vida 
diaria de las personas. 
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Por otra parte, es indispensable mantener la lucha contra los cultivos ilícitos, por medio 
de la implementación de procesos participativos de planeación, ejecución y seguimiento de 
programas territoriales para la desvinculación voluntaria de economías ilegales y de cultivos 
ilícitos y la promoción del desarrollo integral del territorio, con el fin de incrementar de 
forma sostenible el bienestar, la calidad de vida y las oportunidades de generación de 
empleo e ingresos de las comunidades rurales que habitan especialmente en zonas 
afectadas por la presencia de ese tipo de cultivos y estimular su arraigo en dichos 
territorios. En el capítulo de consolidación del Estado Social de Derecho se destaca la 
estrategia de implementación del Plan Nacional de Intervención Integral para la Reducción 
de los Cultivos Ilícitos en Colombia.  
 

2. Promover el desarrollo local sostenible de las zonas más afectadas por el conflicto  
 

La construcción de paz en Colombia no puede desconocer las condiciones de 
sostenibilidad ambiental que tienen como prioridad el avance en procesos de ordenamiento 
territorial concertados, la protección de reservas naturales y áreas protegidas, la regulación 
del uso del suelo según su vocación, y la prevención de conflictos socio-ambientales. Por 
tal motivo, es prioritario el impulso a procesos de desarrollo local sostenibles en los 
municipios, especialmente de aquellos con mayor afectación por conflicto armado, teniendo 
en cuenta que buena parte de los mismos tienen alguna figura de protección o de 
regulación de su uso, algunos con hasta el 100% de su área bajo estas figuras (Sistema 
de Las Naciones Unidas en Colombia y Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
2014). 
 
En efecto, en buena parte, el escenario geográfico del conflicto armado ha sido las 
regiones que tienen un alto valor ambiental para Colombia; las mismas han sido ocupadas 
por procesos de colonización desordenada y presentan restricciones biofísicas, de 
conectividad e institucionales que limitan las alternativas viables y sostenibles para sustentar 
el desarrollo económico y la prosperidad de las comunidades que habitan esos territorios. 
 
En este sentido, las zonas priorizadas como áreas de intervención en el proceso de 
construcción de paz incluyen regiones estratégicas para el medio ambiente y los objetivos 
nacionales frente al cambio climático y la mitigación de los riesgos asociados. Lo anterior 
implica que la forma de intervención debe conciliar los objetivos de bienestar y 
oportunidades de progreso económico a que tienen derecho esas comunidades con los 
objetivos de conservación y recuperación de ecosistemas ambientalmente sensibles y 
estratégicos que hacen parte de la agenda nacional sobre el cambio climático. 
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 Metas Trazadoras 
 

Indicador Línea base – 2013 Resultado a 2018 
Municipios con alta incidencia de violencia 25,0% 16,0% 
Tasa de homicidios 32,7/100 mil hab. 23,0/100 mil hab. 
Inversión % PIB 28,8% 30,5% 
Pobreza rural 42,8%  36,0% 
Indicador de convergencia municipal (Cierre de Brechas) 38,6% 28,8% 
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3. Colombia equitativa y sin pobreza extrema 
 

A. Diagnóstico  
 
Colombia es un país diverso y multiétnico, geográfica y territorialmente complejo. Estas 
características hacen particularmente exigente el camino del país hacia la promoción de una 
creciente equidad, tal como lo establece la Constitución política1. A pesar de esto, y gracias al 
fuerte y sostenido desempeño económico observado desde 2002, acompañado de una política 
social cada vez más sólida, Colombia ha logrado avances sin precedentes en materia de 
equidad y reducción de la pobreza, particularmente en el periodo 2010-2014. En efecto, en 
este período el coeficiente de Gini se redujo de 0,56 a 0,539, la tasa de pobreza presentó 
una reducción de 10 puntos porcentuales, al pasar de 39% a 29,3%, al tiempo que la 
pobreza extrema cayó de 12,3% a 8,4%. Esto significó que salieran 2,4 millones de personas 
de la pobreza y 1,5 millones de la pobreza extrema. Nunca antes en su historia moderna el 
país había tenido una tasa de pobreza extrema en un dígito. 
 
No obstante lo anterior, las condiciones al nacer aún explican el 23,6% de la desigualdad del 
país (Meléndez y Ferreira, 2012) y el decil más rico de la población percibe 17,3 veces el 
ingreso del decil más pobre. Un efecto de la desigualdad, que es al mismo tiempo un factor 
perpetuador de ella, es que la incidencia de la pobreza no es homogénea nacionalmente. En 
efecto, la pobreza es mayor en las zonas rurales, 42,8%, mientras que en las zonas urbanas 
es de 26,9% (cifras a 2013). Esto implica que para lograr la convergencia entre estas 
áreas, la pobreza rural debería reducirse 1,6 p.p. por cada punto que se reduzca la pobreza 
urbana. Lo mismo ocurre con la pobreza extrema, donde la brecha es aún más marcada, 
pues la incidencia rural alcanzó 19,1% mientras que la urbana fue de 6%. De ahí que, en 
este último caso, para lograr la convergencia se requeriría reducir la pobreza extrema en 3,2 
p.p. en el campo, por cada punto de reducción en las ciudades. 
 
En los departamentos también se observan amplias diferencias, destacándose los niveles de 
incidencia de la pobreza en Chocó (63,1%), Cauca (58,4%), La Guajira (55,8%) y 
Córdoba (51,8%), muy por encima del promedio nacional (30,6%), en contraste con Bogotá, 
Cundinamarca y Santander que registran incidencias inferiores al 20%. Lo mismo ocurre con la 
pobreza extrema ya que, por ejemplo, Chocó y Cauca presentan incidencias superiores al 
promedio nacional (9,1%) en 26,5 p.p. y 19,3 p.p., respectivamente.  

 

                                                      
1 El Estado colombiano debe: “Servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan 
y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad 
territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo”, Constitución Política de Colombia 1991, Artículo 2. 
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Ahora bien, al tiempo que la pobreza se redujo, la franja de población en condición de 
vulnerabilidad2 aumentó levemente, al pasar de 8,1 a 8,7 millones de personas, entre 2010 y 
2013. En este grupo de hogares, 19% del total de la población, la generación del ingreso 
está soportada por una sola persona, y el promedio de años de educación del jefe del hogar 
se encuentra en 7,6, lo cual incrementa el riesgo de retornar a niveles bajos de ingreso y 
calidad de vida, particularmente como resultado de una desaceleración económica. La siguiente 
franja de la distribución del ingreso3 muestra un grupo poblacional en mejores condiciones, el 
cual representa el 20,3% de las personas del país. Este grupo contribuye 18,6% al ingreso 
total, y el 50% de los jefes de hogar tiene al menos educación secundaria básica completa.  
 
Para lograr que la población transite de la franja vulnerable (1LP-1.8LP) hacia la franja 
superior (1.81LP-3LP), se requiere un esfuerzo desde diferentes frentes, ya que los 
ingresos, el capital humano y las condiciones de la vivienda de este grupo poblacional deben 
mejorar y mantenerse estables en el tiempo. Esto supone homogeneidad en la capacidad de 
los hogares para la generación de ingresos, permanencia en el trabajo y, desde luego, el 
mejoramiento de sus capacidades.  
 
 

Gráfica 3.1. Porcentaje de población en pobreza, vulnerabilidad, y clase media en Colombia. 2002-2012   

 
 

Fuente: Banco Mundial (2014).  
Nota: Pobres son los individuos cuyo ingreso per cápita del hogar es de menos de US$4 PPP, vulnerables son los 
que tienen un ingreso per cápita del hogar entre US$4 y US$10 PPP, y clase media los que tienen un ingreso 
per cápita del hogar entre US$10 y US$50 PPP. 
 

                                                      
2 Según la Cepal, la franja de vulnerabilidad corresponde a las personas que perciben ingresos entre 1,2 y 1,8 veces el valor 
de Línea de Pobreza (LP). Los “muy vulnerables” corresponden a los que se encuentran entre 1LP y 1,2LP.  
3 La franja contigua corresonden a personas que se encuentran entre 1.81LP y 3LP. 
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La evidencia estadística muestra una evolución favorable en cuanto a lo anterior pero, así 
mismo, llama la atención sobre la necesidad de un esfuerzo explícito que mantenga, e incluso 
acelere, dicha tendencia. Como se observa en la gráfica 3.1, la reducción de la pobreza 
(medida en dólares PPA) fue de 18,6 p.p. entre 2002 y 2012, en tanto que el aumento de 
la participación de las personas en situación de vulnerabilidad fue 5,6 p.p y el aumento de la 
clase media fue de 12,1 p.p. en el mismo período. Según esta tendencia, en el año 2011, 
por primera vez en la historia de Colombia, el porcentaje de personas en situación de 
vulnerabilidad superó la participación de las personas en condición de pobreza.  
 
Si bien las anteriores tendencias son alentadoras, en particular porque se observa un 
crecimiento 2.1 veces mayor de la clase media que de las personas en vulnerabilidad, 
Colombia tiene aún una proporción muy baja de personas en clase media, comparado con 
Chile, Brasil y Perú, y su dinámica ha sido inferior a la de otros países de la región andina, 
como Bolivia y Ecuador, los cuales han presentado aumentos de 17,6 y 14,2 p.p, 
respectivamente, durante el mismo periodo (gráfico 3.2).  
 
 

Gráfica 3.2. Clase media en Latinoamérica y el Caribe. 2002-2012 
 

 
Fuente: Banco Mundial (2014). Cálculos del personal del Banco Mundial basados en la Base de Datos 
Socioeconómicos para América Latina y el Caribe (Cedlas y Banco Mundial).  
Nota: Circa 2002 denota otros años para Argentina (2004), Chile (2003), Guatemala (2000), Ecuador 
(2003), Paraguay (2003) y Perú (2004); circa 2012 denota otros años para Chile (2011), la República 
Dominicana (2011), Guatemala (2011), Honduras (2011) y Paraguay (2011). La definición de clase media se 
basa en Ferreira et al. (2013). 
 
Es importante destacar que la pobreza no es solo tener un PIB per cápita bajo: son altas 
tasas de mortalidad infantil, limitado acceso a la educación o salud de calidad, no tener las 
capacidades, y por tanto no tener la libertad de conectarse con todo el territorio (Easterly, 
2002). En consecuencia, reducir la pobreza y lograr una mayor equidad requiere mejorar la 
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conexión de las poblaciones con los circuitos del crecimiento económico, así como el acceso a 
bienes y servicios que mejoran sus condiciones de vida. Esto es una vivienda digna, con 
acceso adecuado a agua y saneamiento básico, con facilidades de transporte y acceso a 
tecnologías de información y comunicaciones, servicios adecuados de salud y una educación 
pertinente y de calidad. Todos se constituyen en factores determinantes de una estrategia 
efectiva de reducción de la pobreza que consolide la clase media.  
 
Sin embargo la provisión de bienes y servicios sociales, por si sola, no es suficiente para 
lograr una sostenida reducción de la pobreza. Se requiere al mismo tiempo un entorno que 
provea las condiciones necesarias para retribuir los esfuerzos individuales. Esto plantea retos en 
términos de mercados laborales inclusivos, desarrollo productivo, y conectividad.    
 
En este sentido, el país ha avanzado de manera importante en los últimos años en el 
fortalecimiento institucional del sector trabajo y su marco normativo como mecanismo para 
promover la equidad y adecuadas condiciones laborales para todos los trabajadores. De forma 
paralela el mercado de trabajo ha tenido una evolución favorable, presentando incluso los 
mejores indicadores en desempleo y ocupación de los últimos 30 años. Sin embargo, aún 
persisten elementos distorsionantes que no permiten que todos los trabajadores cuenten con 
las mismas condiciones, derechos y deberes en materia laboral, ni que perciban los mismos 
beneficios. Esta desigualdad se observa al comparar el ingreso salarial per cápita promedio 
por quintiles. Mientras el último quintil percibía en 2013, 770 mil pesos mensuales, el valor 
del primer quintil alcanza tan solo 30 mil pesos, inequidad que se acentúa ya que el 72% 
de los ingresos de los hogares pobres provienen del trabajo. 
  
Las brechas del mercado laboral también se observan en las regiones o por grupos 
poblacionales. En 2013, por ejemplo, la mayor tasa de desempleo por departamento la obtuvo 
Quindío, con 15.8%, bastante superior al promedio nacional. Brechas similares existen en 
ocupación, participación e informalidad. Por su parte las mujeres, que si bien eran el 43% de 
la población económicamente activa del país en 2013, aportaron el 57% del total de 
desempleados, y los jóvenes presentaron tasas desempleo dos veces mayores que las del 
resto de la población productiva (Cepal 2014).  
 
Otro factor que contribuye a los altos índices de desigualdad en el país es la llamada 
‘heterogeneidad estructural’ de la estructura productiva, entendida como la presencia de altas 
diferencias dentro del aparato productivo y sus diversos ámbitos (Cepal, 2012). En Colombia 
los departamentos se han desarrollado con estructuras y ritmos muy diferentes, logrando 
algunos aumentar su prosperidad económica y bienestar social, mientras otros apenas se han 
mantenido o rezagado (Cepal, 2014).  
 
Los resultados del Índice de Desarrollo Competitivo Departamental 2014 permiten constatar las 
brechas departamentales en esta materia.  Mientras Bogotá alcanza 7,8 de 10 puntos en este 
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indicador, La Guajira solo logra obtener 2,7 puntos. Al observar factores específicos como 
sofisticación e innovación, el rezago es todavía mayor (1,51 frente a 8,82) lo cual refleja 
las diversas dinámicas empresariales (Consejo Privado de Competitividad, 2014). Claramente, 
la alta heterogeneidad de los mercados laborales locales genera distorsiones en las decisiones 
de los agentes en cuanto a formación y capacitación, movilidad laboral, y/o frente a las 
decisiones de participar en el mercado de trabajo. En consecuencia, los mercados más 
desarrollados generan mejores niveles de remuneración y protección laboral, y terminan 
capturando a la población mejor capacitada, acentuando las brechas ya existentes. 
 
De la misma forma, las zonas del país que concentran más población y mayor riqueza, 
cuentan con una mayor cobertura y calidad de la infraestructura de transporte. Estas zonas, 
conectadas a los circuitos económicos del país, tienden a concentrar los mayores niveles de 
inversión, mientras que muchas otras, aunque con capacidad para generar riqueza, no logran 
desarrollar su potencial debido a las deficiencias de conectividad, aspecto que refuerza inter 
generacionalmente la inequidad regional.  Lo mismo sucede en las zonas urbanas donde las 
limitaciones del transporte y los procesos de densificación y expansión sin garantizar la 
infraestructura mínima de servicios básicos también producen corredores de miseria y áreas 
segregadas que fomentan la inequidad y la pobreza. 
 
Las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC) son otro factor determinante 
de la equidad social y económica, ya que permiten el desarrollo de las potencialidades, 
actividades productivas y mejora la calidad de vida de los individuos y las regiones.  Entre 
2010 y 2014 se lograron grandes avances obtenidos en materia de infraestructura y servicios 
de TIC, representados principalmente por una cobertura del 96% de las cabeceras municipales 
a la red nacional de fibra óptica, la instalación de más de 5.000 centros comunitarios de 
acceso a internet y se asignaron más de 1.5 millones de subsidios para conexión a internet 
en estratos 1 y 2. Sin embargo, aún se identifican significativas brechas en cuanto a acceso, 
uso y apropiación. En cuanto a acceso, se estima  que un 51,7% de la población tiene 
conexión a Internet en Colombia. En relación con el uso, un 43,6% de los hogares en 
cabeceras municipales afirma utilizar el Internet, mientras que en las zonas rurales esta cifra 
tan sólo alcanza 6,8%. Por último, el nivel de apropiación pareciera estar asociado con una 
baja cultura de las TIC (el 52,9% de las que no cuentan con conexión a internet, es 
porque no lo considera necesario, y el 32,3% es porque no sabe utilizarlas). En este 
sentido, se requiere continuar con los esfuerzos para incentivar el uso y apropiación de las 
TIC, y así incrementar los beneficios que recibe la población, a fin de consolidarlas como un 
motor para la superación de la pobreza y la promoción de la equidad. 
 
Por último, la igualdad de oportunidades pasa también por la responsabilidad del 
Estado de asegurar la preservación y disfrute sostenible de los recursos naturales y 
del potencial ambiental del país, lo mismo que por reducir la vulnerabilidad frente a 
los desastres y al cambio climático que, cada vez con más fuerza, afecta 
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directamente la calidad de vida de la población. Es rol del Estado promover que las 
instituciones del gobierno y la sociedad se preparen y adopten los instrumentos y 
cambios comportamentales, que permitan prevenir y mitigar los desastres, entre ellos 
los asociados al cambio climático los cuales tienen el potencial de incrementar de 
manera grave las desigualdades sociales en Colombia.  
 
El Fenómeno de “La Niña” 2010 - 2011 evidenció la alta vulnerabilidad del territorio 
nacional.  De acuerdo con (CEPAL, 2013), de los 3,2 millones de afectados, 
el  64,7% se concentró en lo rural.  Asimismo, los departamentos de Bolívar, Cauca 
y Córdoba registraron el 31% de los afectados a nivel nacional (2011, p 30).  Las 
afectaciones en vivienda, por su parte, se concentraron en áreas rurales (56%), de 
éstas las viviendas destruidas fueron 2,5 veces más altas que las viviendas destruidas 
en áreas urbanas (2011, p 76 – 81). También se registró la destrucción de una 
porción significativa de los bienes públicos del país construidos durante décadas y con 
significativos esfuerzos fiscales.  
 
Los cambios graduales del clima podrían generar pérdidas en la economía del país y 
en el consumo de los hogares si no nos adaptamos al cambio climático. De acuerdo 
con el Estudio de Impactos Económicos del Cambio Climático (DNP-BID 2014 
p.154), los hogares reducirían en promedio, su consumo directo en 2,8% debido al 
cambio climático. Este impacto sería proporcionalmente mayor para los hogares más 
pobres, debido a que sectores que se verían afectados por el cambio climático como 
la agricultura y la pesca generan aumentos en los precios de los alimentos, donde 
los hogares pobres gastan una mayor proporción de sus ingresos. Esta situación de 
extrema vulnerabilidad acentúa las brechas entre las regiones y al interior de estas y 
se convierte en un obstáculo preponderante para las políticas de reducción de la 
pobreza y promoción de la equidad. 
 
 

B. Visión y objetivos  
 
Colombia será un país que promueve el desarrollo humano integral, donde cada uno de los 
objetivos de desarrollo socioeconómico se articula en la construcción de una sociedad con 
oportunidades para todos.  
 
Un modelo de desarrollo económico que favorece la equidad debe ser incluyente, aprovechar 
el talento de todos los colombianos y hacerlos partícipes de los beneficios del crecimiento. 
Todas las personas, sin importar su procedencia, su pertenencia a un grupo étnico, su 
género, su edad, o su condición de discapacidad, deben tener la posibilidad de acceder a 
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mejores servicios públicos, apropiadas condiciones de habitabilidad, vías de acceso para 
conectarse con las regiones y con el país, un servicio de salud de calidad y una educación 
que le permita construir su futuro.  
 
Estas son condiciones necesarias para reducir la inequidad y la pobreza. Las políticas públicas 
deben orientarse hacia la inclusión, la promoción social y la construcción de escenarios con 
igualdad de oportunidades, con una mirada multisectorial, que atienda las necesidades de la 
población de forma integral y coordinada. El objetivo compartido de cierre de brechas 
poblacionales y territoriales (urbanas-rurales, e interregionales), así como un gasto público 
focalizado, permitirá alcanzar la meta de la erradicación de la pobreza extrema en 2024. 
 
Los objetivos para una Colombia equitativa y sin pobreza extrema son los siguientes: 
 

 Reducir las brechas territoriales y poblacionales existentes en materia de ingresos y en 
la provisión de servicios de calidad en salud, educación, servicios públicos, 
infraestructura y conectividad. 

 Reducir la pobreza y consolidar la clase media, con un enfoque de generación de 
ingresos. 

 Promover el desarrollo económico incluyente del país y sus regiones. 
 

C. Lineamientos generales y metas trazadoras  
 
Esta visión requiere esfuerzos nacionales y territoriales que favorezcan el mejoramiento 
sostenible de la calidad de vida de la población, así como la provisión efectiva, en términos 
de acceso y calidad, de servicios sociales y públicos para las poblaciones y territorios más 
rezagados. Es en este sentido, de cierre de brechas, que se han planteado las estrategias 
transversales y regionales del Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018, en particular aquellas 
desarrolladas en Movilidad Social y Transformación del Campo. Igualmente, cada uno de los 
capítulos regionales del Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 identifica las temáticas sobre 
las que se requiere un énfasis particular, partiendo del diagnóstico del entorno de desarrollo 
de los territorios e identificando las variables sobre las que el trabajo articulado de los 
diferentes niveles de gobierno debe profundizarse. Las principales acciones para el cierre de 
brechas territoriales se centran priorizando los municipios donde los indicadores son más 
desfavorables, mediante políticas que permitan aumentar la cobertura en educación media, 
mejorar la calidad de la educación escolar, reducir la mortalidad infantil en menores de un 
año, lograr la cobertura universal de vacunación, y el fortalecimiento institucional sectorial. Los 
lineamientos generales que se proponen para lograr los objetivos son:  
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Objetivo 1. Reducir las brechas territoriales y poblacionales existentes en la provisión de servicios 
de calidad en salud, educación, servicios públicos, infraestructura y conectividad. 
 
1. Articular las acciones públicas para el cierre de brechas poblacionales, con acceso a servicios 

de calidad 
 
El desarrollo humano exige una mirada integral con particularidades acorde con la etapa de la 
trayectoria de vida. En este sentido, Colombia desarrolló el modelo De cero a siempre de 
atención integral a la primera infancia, que promueve y garantiza el desarrollo integral de las 
niñas y los niños desde su gestación hasta cumplir los seis años. Este esfuerzo deberá 
continuar con el trabajo unificado e intersectorial, orientado a articular y promover el desarrollo 
de planes, programas, proyectos y acciones para la atención integral a cada niña y cada 
niño, de acuerdo con su edad, contexto y condición.  
 
Ante los positivos resultados de la estrategia De cero a siempre en todo el territorio nacional 
durante los últimos cuatro años, el Gobierno Nacional impulsará un proyecto de ley para que 
la estrategia se convierta en una política de estado, y así asegurar su sostenibilidad. De la 
misma forma, se formulará una Política Nacional para la Infancia, la Adolescencia y la 
Juventud liderada desde el Comité Ejecutivo del Sistema Nacional de Bienestar Familiar 
(SNBF) y la Dirección del Sistema Nacional de Juventud, quienes deberán garantizar la 
adecuada articulación y coordinación de esta política con la Política de Primera Infancia y la 
Política Nacional para las Familias Colombianas, así como la armonización y articulación de 
los sistemas administrativos relacionados con la garantía de los derechos de estas poblaciones. 
 
Bajo el enfoque poblacional, se fortalecerá la Política Pública de Discapacidad e Inclusión 
Social que busca dar un cambio de visión asistencialista hacia políticas de desarrollo humano 
con un enfoque de derechos. Este enfoque permite el acceso a bienes y servicios para las 
personas con discapacidad con criterios de pertinencia, calidad y disponibilidad; el respeto por 
la diferencia y su aceptación como parte de la diversidad; la accesibilidad; la igualdad de 
oportunidades y la eliminación de prácticas que conlleven a la marginación y segregación de 
cualquier tipo. De esta forma se promueve su desarrollo humano, seguridad humana y el 
ejercicio de sus derechos con equidad, consolidando una perspectiva progresiva hacia la 
inclusión social. 
 
De igual forma se deberá asegurar el acceso en igualdad de condiciones a servicios 
fundamentales como la salud, la educación y la vivienda para toda la población. La equidad 
en salud implica acciones y esfuerzos encaminados hacia el mejoramiento del estado de salud 
de la población colombiana y el goce efectivo del derecho a la salud. Esto requiere del 
aumento del acceso y del mejoramiento de la calidad de los servicios, el fortalecimiento de la 
infraestructura pública hospitalaria, la disminución de las brechas en resultados en salud, la 
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recuperación de la confianza pública en el sistema de salud y el aseguramiento de la 
sostenibilidad financiera del sistema. 

 
Esto se concreta en la modificación del modelo de atención en salud, integrando el accionar 
de las entidades territoriales, aseguradoras y prestadoras del servicio bajo el enfoque de 
Gestión Integral de Riesgo en Salud, para ajustarse a las necesidades territoriales mediante 
modelos diferenciados para zonas con población urbana, rural y dispersa. Estos principios 
privilegian estrategias preventivas y de medicina familiar y comunitaria, con enfoque 
intercultural, complementadas con el fortalecimiento del talento humano en salud, así como la 
incorporación de estrategias de telesalud para la población con limitaciones de accesibilidad 
geográfica. 

 
Para facilitar el acceso con calidad a la educación básica, media y terciaria, el sector 
educativo deberá seguir avanzando en la ampliación de coberturas con calidad en todos los 
niveles educativos. En particular, deberá buscar el aumento sustancial de la cobertura en 
educación media y el cierre de brechas entre zonas urbanas y rurales. Con este fin, y 
buscando que esa ampliación se haga en condiciones de calidad y de equidad, se diseñará 
e implementará un Plan Nacional de Infraestructura Educativa que permita adecuar y construir 
los espacios físicos necesarios para la ampliación de coberturas y la implementación de la 
jornada única, con especial atención a las necesidades en zonas rurales.  

 
Se deberá formular una Política de Habitabilidad Rural, bajo la competencia del Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural, y que buscará la provisión de soluciones habitacionales 
integrales con diseños acordes con las necesidades y las condiciones socioambientales de los 
hogares rurales. También contemplará el incremento de la eficacia en la ejecución del subsidio 
familiar de vivienda rural, el rediseño de los instrumentos existentes y la creación de nuevos 
incentivos y estrategias diferenciales de subsidios, ahorro y crédito. Estas acciones permitirán 
ampliar el acceso y la cobertura habitacional rural para mejorar significativamente las 
condiciones de vida de quienes viven en el campo. 

 
2. Ampliar las oportunidades de conectividad que promuevan los procesos de desarrollo territorial 

 
Se debe avanzar de manera decidida en definir rutas de intervención y establecer metas 
específicas para cada región, de forma que se fijen esfuerzos diferenciados en los territorios y 
se acelere la reducción en las disparidades socioeconómicas de la población. Ampliar la 
conectividad entre territorios será una de las estrategias claves para el cierre de brechas 
territoriales.  
   
El sector de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC) adoptará, en 
conjunto con las demás entidades responsables, mecanismos que impacten directamente en la 
generación de condiciones de equidad y superación de la pobreza, fomentando el desarrollo 
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de aplicaciones enfocadas en la población vulnerable, entre ellas las que permitan llevar la 
ofertas de servicios del Estado a la población en situación de pobreza, así como la 
automatización de trámites y servicios, y aquellas que les permitan estar informados y mejorar 
su calidad de vida. En materia de apropiación, se generarán capacidades TIC en las familias 
en situación de mayor vulnerabilidad, se fortalecerán los emprendimientos comunitarios a través 
de las TIC y se propenderá por la creación de oportunidades laborales para personas en 
situación de pobreza (ver capítulo 5.A, Infraestructura y Competitividad Estratégicas, Sector 
TIC). 

 
Como una estrategia para disminuir la inequidad regional, el sector transporte focalizará sus 
esfuerzos en el apoyo a las entidades territoriales en proyectos de mantenimiento y 
rehabilitación de la red secundaria y terciaria. Para ello, se fortalecerán los mecanismos de 
gestión como el Contrato Plan y el programa Caminos de prosperidad.   

 
3. Construir ciudades amables y sostenibles para la equidad 

 
Bajo el concepto de “Ciudades Amables y Sostenibles para la Equidad” se mantiene una 
concepción integral del desarrollo urbano, que conlleva la planificación y actuación coherente y 
articulada de los sectores de vivienda, agua potable y saneamiento básico, y movilidad 
urbana, en el marco de actuaciones urbanas integrales y del fortalecimiento de los 
instrumentos de planeación y ordenamiento regional y local. 
 
Se fomentará la estrategia de Ciudades amables y sostenibles para la equidad es una de las 
más importantes de este pilar en la medida que contribuye a la superación de la pobreza en 
zonas urbanas a través del mejoramiento de las condiciones de habitabilidad (vivienda y su 
entorno, agua potable y saneamiento básico) y movilidad. Adicionalmente, da continuidad al 
cumplimiento de visiones y metas de largo plazo de país, tales como: los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio (ODM), la Visión Colombia 2019: Construir Ciudades Amables, y la 
Política Nacional para Consolidar el Sistema de Ciudades de Colombia a 2035.   

 
Así mismo y en línea con el propósito de superar la inequidad urbana, tanto los sistemas de 
transporte como las estrategias de movilidad que se implementan en las ciudades, buscan 
generar inclusión social y el acceso a bienes y servicios de manera equitativa para toda la 
población. Los sistemas de transporte SITM y SETP, entendidos como servicio público, se 
enmarcan en conceptos de equidad teniendo en cuenta que: (1) garantizan una cobertura 
amplia del territorio (accesibilidad e inclusión a todos los grupos de la población) 
principalmente en ciudades intermedias, (2) la infraestructura y los equipos están diseñados 
para atender las necesidades de personas con movilidad reducida, y (3) establecen 
jerárquicamente prioridad para el transporte público colectivo (prima el interés general) y para 
los modos no motorizados. 
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En ese marco de acción, se deberá avanzar en la implementación de sistemas de transporte 
encaminados a mejorar la calidad del servicio al usuario. En complemento, se avanzará en el 
fortalecimiento de la movilidad urbana en modos más sostenibles, como el viaje a pie o en 
bicicleta, bajo consideraciones de eficiencia ambiental y seguridad, de forma tal que se 
extiendan los beneficios de la accesibilidad y el desplazamiento a una mayor parte de la 
población.  
 
Objetivo 2. Reducir la pobreza moderada y consolidar la clase media. 
 
Erradicar la pobreza extrema en 10 años exige dar grandes pasos en la reducción de las 
condiciones de vulnerabilidad de la sociedad. Actualmente Colombia cuenta con una oferta de 
programas para la superación de la pobreza y la vulnerabilidad que ha permitido acompañar a 
la población con mayores privaciones en su proceso de mejoramiento de condiciones de vida. 
Sin embargo, la articulación, coordinación y focalización de esta oferta es fundamental para 
mejorar la eficiencia y eficacia de estas intervenciones públicas. En concordancia con esto, se 
proponen los siguientes lineamientos:   
 

1. Fortalecer la inclusión social a través de una oferta de protección y promoción social 
articulada y focalizada 

 
Se fortalecerá la articulación y coordinación de la oferta de protección y promoción social, a 
partir del desarrollo de un inventario actualizado y detallado de los programas sociales. Se 
debe realizar un análisis de la oferta disponible en los niveles nacional, departamental y 
municipal que permita detectar complementariedades, duplicidades y vacíos. Para esto, se 
definirá la institución del Estado que realizará un registro consolidado de toda la oferta, con 
actualizaciones periódicas, y un análisis de gestión y pertinencia de la oferta.  
 
Este análisis de la oferta de atención en todas las instituciones de Estado, será una 
herramienta clave para el diseño de rutas de atención integral que permitan canalizar la 
atención y los programas según las necesidades de los individuos, de acuerdo con el 
diagnóstico de la situación de las personas y sus hogares en su contexto. Se diseñarán 
mecanismos de atención unificados y estandarizados para redireccionar a la población de 
acuerdo con sus necesidades y características.  
 
Para avanzar en estos procesos, se deberá fortalecer el sistema de información de la política 
social del país para que sea el soporte de la atención integral de las personas, el 
seguimiento a los beneficiarios, y optimización del gasto social. La interoperabilidad se vuelve 
la característica clave para hacer un seguimiento efectivo de la población y evaluar su 
progreso en su trayectoria de vida. Esto implica el fortalecimiento de las plataformas 
existentes, la definición de protocolos para la unificación de la información básica de los 
beneficios y el establecimiento de un sistema unificado de consulta y seguimiento. Para ello, 
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el Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales (SISBEN) se 
constituye como un marco de referencia para la interoperabilidad, siendo la herramienta central 
en la focalización de los programas sociales, junto con el Registro Único de Afiliados 
(RUAF).  
 
Para facilitar estos procesos, las entidades del sector de la inclusión social y reconciliación 
deben mejorar su coordinación estratégica y operativa. Para ello será clave incorporar la 
innovación social como herramienta de gestión pública de las políticas, así como el uso de 
prácticas y metodologías asociadas, lo cual permitirá aumentar la eficiencia y pertinencia del 
gobierno en la prestación de servicios que mejoren el bienestar la población en situación de 
pobreza y vulnerabilidad. 

 
2. Fomentar una verdadera inclusión productiva con mecanismos efectivos de generación de 

ingresos y empleo 
 
Para reducir la pobreza es necesario potenciar la generación de ingresos de la población a 
través de la generación de empleo, el fomento al emprendimiento y la consolidación de 
proyectos productivos inclusivos. Es necesario mejorar la regulación de los mercados de 
trabajo, fomentar la formalización e incrementar la productividad para poder acelerar el 
crecimiento y mejorar los mecanismos de integración de los sistemas contributivo y subsidiado 
(Acosta et ál., 2014)   
 
Esto implica que los beneficios propios del crecimiento económico y las políticas 
macroeconómicas se reflejen en el mercado de trabajo, haciendo esfuerzos para la generación 
de empleos de calidad. Bajo este escenario, se requiere una participación activa de la política 
laboral en el diseño de las estrategias de desarrollo sectorial, en particular de aquellos 
sectores intensivos en mano de obra. Se deberán establecer los espacios intersectoriales e 
interinstitucionales que tengan como objetivo la definición de medidas que promuevan el 
desarrollo de los mercados laborales en el marco de la política de desarrollo del país. Estos 
espacios deberán definir: (1) el efecto neto sobre los empleos y salarios del sector, (2) 
los potenciales incentivos para la creación o recolocación de empleos según sea el caso, 
(3) las intervenciones poblacionales o regionales focalizadas, y (4) las necesidades de 
formación y capacitación de la mano de obra. 
 
Así mismo, se avanzará en una reingeniería de la política de generación de ingresos, 
buscando mayor eficiencia, cobertura y resultados. El Departamento para la Prosperidad Social 
(DPS) liderará, junto con las entidades participantes de la Mesa Técnica de Generación de 
Ingresos, la modificación de la actual política de generación de ingresos, centrada en 
estructurar los programas de la política para población vulnerable, asegurando su mayor 
cobertura y haciendo más eficiente la intervención mediante estrategias de: (¡) articulación 
nación-territorio e interinstitucional; (2) focalización tanto poblacional como territorial; y (3) 
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fortalecimiento al componente de seguimiento y evaluación de los programas. De manera 
adicional, se deberá establecer una ruta de operaciones de los diferentes programas de 
generación de ingresos, para garantizar la adecuada prestación de los servicios y evitar 
duplicidades. Finalmente, se deberán definir con claridad los alcances de los conceptos de 
generación de empleo y generación de ingresos, en el marco de la política de atención y 
reparación de la población víctima. En la misma línea, la Unidad Administrativa Especial de 
Organizaciones Solidarias deberá desarrollar una estrategia para promover el modelo asociativo 
solidario como herramienta para la política de generación de ingresos. Este insumo será 
presentado y validado en la Mesa Técnica de Generación de Ingresos. 

 
La inclusión productiva se hará en el marco del trabajo decente. Para asegurar esta premisa, 
se deberá ampliar el concepto de relaciones laborales, de tal manera que cobije a todo tipo 
de vinculación laboral. Esto incluye entre otros, la actualización del marco normativo asociado 
con los temas laborales, de manera que se ajuste a las condiciones actuales del mercado de 
trabajo. En esta misma línea se desarrollará un sistema de seguimiento a la evolución del 
mercado laboral colombiano en el marco del trabajo decente. Esto implica la creación de 
sistemas integrados de monitoreo del mercado laboral a través de la articulación de distintas 
fuentes nacionales y territoriales. Este sistema debe servir para generar alertas tempranas que 
permitan la acción coordinada del gobierno para evitar fluctuaciones no deseadas en la oferta 
y la demanda laboral, conocer la demanda de capital humano por parte de las empresas y 
dar indicaciones a las instituciones de educación sobre cuáles son las competencias requeridas 
por el sector productivo.  
 
Objetivo 3. Promover el desarrollo económico incluyente del país y sus regiones. 
 
Para alcanzar una sociedad más equitativa e incluyente es fundamental lograr una mayor 
articulación entre las políticas de desarrollo económico y las de desarrollo social. En este 
sentido, la política de desarrollo productivo asumirá el reto de propiciar un proceso de 
diversificación productiva, con componentes de política en el mercado de trabajo y de 
protección social. Para enfrentarlo, se trabajará en los siguientes lineamientos: 
 
1. Diversificar y sofisticar las apuestas productivas de las regiones propendiendo por mayores 

niveles de inclusión productiva y social. 
 
Es necesario priorizar, ajustar y focalizar la actual oferta de desarrollo empresarial del MINCIT 
para atender sectores estratégicos para la generación de empleo e ingresos de la población 
pobre y vulnerable en las diferentes regiones del país. En este contexto, las iniciativas de 
política de competitividad empresarial se articularán con las políticas de generación de ingresos 
y de fortalecimiento de capacidades productivas  rurales para promover la creación de más y 
mejores oportunidades de inclusión productiva de la población en situación de pobreza y 
exclusión.  
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Así mismo, el gobierno trabajará de la mano con el sector empresarial y los gobiernos 
locales para desarrollar estrategias públicas y alianzas público-privadas4 que fomenten la 
generación de empleo entre la población pobre y vulnerable, y la creación de nuevas 
empresas y líneas de negocios que involucren a esa población en su cadena de valor, no 
solo como empleados y proveedores, sino también como consumidores. Este proceso irá 
acompañado por un componente de política de mercado laboral que amortigüe el 
desplazamiento inicial de personas hacia sectores de menor productividad y que actualice sus 
competencias labores.  

 
2. Potenciar la contribución la CTI en el desarrollo de iniciativas productivas que contribuyan a 

reducir las brechas de la población. 
 

Se busca potenciar la contribución de la CTI en el desarrollo de iniciativas empresariales que 
contribuyan a reducir las brechas de la población, no solo mediante el aumento de los 
ingresos sino también de la provisión de productos y servicios que mejoren el bienestar de 
las personas. Para lograr una intervención holística desde la política de CTI que contribuya 
decididamente a alcanzar una Colombia equitativa y sin pobreza, será necesario realizar 
arreglos institucionales, estratégicos y programáticos que apunten a la acción colectiva de las 
entidades del Gobierno Nacional que, como el MINCIT, Colciencias, MINTIC y el SENA, 
tienen a su cargo el diseño e implementación de las políticas de desarrollo social y de CTI. 
 
El Gobierno Nacional realizará ejercicios sectoriales de mapeo de iniciativas de CTI, 
especialmente de iniciativas de innovación social, con miras a fortalecer y replicar aquellas 
que tengan el potencial de ser escaladas vía política pública o a través de mecanismos de 
mercado.   

 
3. Fortalecer la competitividad agropecuaria para consolidar el campo como generador de empleo 

y riqueza para los habitantes rurales. 
 

El incremento de la productividad y rentabilidad rural requiere la provisión de bienes y 
servicios sectoriales, así como intervenciones integrales en los territorios, que permitan 
optimizar las condiciones de producción, consolidar los mercados internos y aprovechar el 
acceso a nuevos mercados. Para ello se desarrollarán las siguientes acciones, que hacen 
parte de la estrategia de Transformación del Campo: 

 

                                                      
4 Estrategias de articulación que vinculan activamente las iniciativas sociales, de responsabilidad social empresarial, de inversión 
social privada  y de valor compartido que realiza el sector privado y el sector social con los esfuerzos del gobierno para 
responder a las prioridades y estrategias de desarrollo del país y de los territorios. Las APP van más allá de intervenciones 
meramente filantrópicas generando iniciativas de desarrollo con carácter sostenible e incluyente (adaptado a partir de DNP, 2011, 
Plan Nacional de Desarrollo). 
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 Avanzar en la adecuación de tierras mediante la construcción de infraestructura que 
mejore la gestión sostenible del suelo rural y del agua;  

 Implementar un sistema de asistencia técnica integral, que se articule con el Sistema 
Nacional de Innovación Agropecuaria y tenga como punto de partida las necesidades 
de los productores y las condiciones de los mercados;  

 Desarrollar un modelo eficiente de comercialización de productos agropecuarios por 
cadenas productivas que contribuya a fomentar las alianzas comerciales y la agregación 
de valor;  

 Fortalecer la oferta de instrumentos y servicios financieros mejorando el acceso de los 
pequeños productores, especialmente en las zonas rurales dispersas;  

 Fortalecer figuras asociativas que mejoren las capacidades productivas e implementar 
rutas para el emprendimiento y el desarrollo empresarial;  

 Mejorar la gestión de los riesgos de mercado y climáticos mediante la adopción de 
nuevos instrumentos y programas de cobertura a las fluctuaciones en los precios y de 
las tasas de cambio; y  

 Adoptar un plan para el aprovechamiento de acuerdos comerciales que contribuya a 
identificar oportunidades de mercado y cumplir con los estándares necesarios para 
garantizar la admisibilidad de los productos agropecuarios nacionales a otros países. 

 
Con el fin de acelerar la salida de la pobreza y la construcción de la clase media en el 
campo, bajo la línea de inclusión productiva, se ejecutarán intervenciones territoriales 
integrales, materializadas en acciones puntuales para el desarrollo de capacidades productivas 
de los campesinos y el acceso a activos y mercados. Se buscará desarrollar estas acciones 
a través de los Programas de Desarrollo Rural Integral con Enfoque Territorial.  

 
Metas trazadoras 
 

Metas trazadoras Línea base (2013) Meta a 2018 
Pobreza monetaria 30,6 24,5 
Desigualdad (índice de Gini) 0,54 0,52 
Tasa de formalidad por cotización a seguridad social 
en pensiones (13 áreas metropolitanas) 

45,5% 50,2% 

Tasa de Desempleo 9.6% 7.6% 
Número de niños con atención integral, en el marco 
de la estrategia De Cero a Siempre (miles) 

976 2.400 
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4. Colombia la más educada 
 

A. Diagnóstico 
 
Colombia ha logrado en los últimos cuatro años avances significativos en la cobertura y 
diseño de su sistema educativo. Hechos como el aumento del 72% en el número de niños y 
niñas menores de 5 años con educación inicial en el marco de la atención integral, la 
implementación del programa Todos a Aprender para la transformación de la calidad educativa 
en básica primaria beneficiando a 2,4 millones de estudiantes en 878 municipios, la 
expansión de la aplicación de las pruebas de calidad SABER al grado 3°, y el aumento de 
frecuencia de aplicación de estas pruebas en los grados 5° y 9°, dan cuenta del gran 
esfuerzo de la administración del Presidente Juan Manual Santos en avanzar de manera 
decidida hacia una Colombia más educada. 
 
En términos de acceso, permanencia y reducción de brechas, los avances también son 
significativos. Se alfabetizaron cerca de 450 mil personas mayores de 15 años a lo largo de 
todo el territorio nacional. La tasa de deserción en educación básica y media se redujo de 
4,89% en 2010 a 3,62% en 2013, y la brecha urbano-rural en cobertura neta de transición 
a media disminuyó 7 puntos porcentuales, pasando de 15,5% en 2010 a 8,53% en 2013. 
Estos logros se debieron en gran parte a la expansión de la gratuidad educativa, programa 
fundamental del gobierno que benefició a más de 8,9 millones de estudiantes, así como al 
programa de alimentación escolar, que actualmente entrega más de cuatro millones de 
raciones diarias con una inversión superior a los $760 mil millones anuales. 
 
En educación superior el avance fundamental fue el acelerado crecimiento en la cobertura, 
que pasó de 37,1% en 2010 a 45,5% en 2013, lo que hizo que alrededor de 400 mil 
jóvenes accedieran a la educación superior. Estos esfuerzos han sido focalizados, pues 60% 
de estos nuevos estudiantes provienen de hogares cuyos ingresos no superan los dos salarios 
mínimos mensuales. Este aumento en cobertura estuvo acompañado de una caída de más de 
tres puntos porcentuales en la tasa de deserción de la educación superior, la cual se ubicó 
en 10,4% en el 2013. Como la educación es el instrumento más poderoso para el cierre de 
brechas sociales, estas dinámicas aseguran grandes avances para el país en términos de 
movilidad social y laboral, beneficiando principalmente a los colombianos de menores ingresos. 
  
Sin embargo, a la luz de las habilidades que el país requiere para garantizar el tránsito 
hacia una sociedad en paz, más equitativa y educada, falta aún un largo camino por 
recorrer. La baja calidad y pertinencia en todos los niveles educativos sigue siendo una 
problemática presente en la educación en Colombia, limitando la formación y el desarrollo de 
competencias para el trabajo y para la vida. Lo anterior se evidencia en los resultados del 
país en pruebas estandarizadas. Los resultados de las últimas mediciones internacionales de la 
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calidad educativa en las que participó Colombia (pruebas PISA 2012) muestran al país 
ocupando los últimos lugares en las áreas de matemáticas, lectura y ciencias. Mientras el 
promedio de las pruebas PISA de los países la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico (OCDE) en matemáticas se ubicó en 494, Colombia obtuvo 376; en 
lectura el promedio OCDE fue 496 y Colombia obtuvo 403; y en ciencias el promedio fue 
de 501 mientras que el promedio nacional en esta área fue de 399 (ICFES, 2013, p.7). 
Solo en matemáticas, estos resultados indican un retraso de 3 años de los niños colombianos 
de 15 años frente a sus pares en países de la OCDE. De igual forma, aunque existe una 
correlación positiva entre el nivel de ingreso de los países y sus resultados en pruebas de 
competencias internacionales, el desempeño de Colombia aún continua siendo bajo si se 
compara con países de ingreso per cápita similar, incluso de América Latina.  
 

  
Gráfico 4.1. Resultados Pruebas Matemáticas PISA 2012 e ingreso por habitante 

 

 
Fuente: Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) 

 
Por su parte, los resultados en las pruebas internas (SABER en sus diferentes versiones) 
muestran una situación que implica importantes desafíos. En el consolidado nacional, 27% de 
las personas que presentaron la prueba SABER 11 en 2013 se ubicaron en nivel inferior o 
bajo, con grandes diferencias entre los departamentos que reflejan brechas en materia de 
calidad y logro educativo entre regiones. Esto indica que el sistema educativo colombiano 
afronta retos en cuanto a desarrollo de competencias y cierre de brechas para construir una 
sociedad más equitativa y con igualdad de oportunidades. 
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Gráfico 4.2. Resultados Pruebas Saber 11 (2013) por nivel y departamento 
 

  
 

Fuente: Instituto Colombiano para la Evaluación de la Educación (ICFES) 
 
Varias explicaciones se encuentran detrás de estos resultados. Aspectos como la fragmentación 
de las jornadas escolares, las falencias en los incentivos para profundizar la profesionalización 
docente, la insuficiente infraestructura y el reducido acceso a la educación media en zonas 
rurales, se convierten en elementos críticos para consolidar una formación de calidad e 
integral en todos los niveles y a lo largo de la vida. Igualmente, las barreras de acceso a 
la educación superior asociadas a sus altos costos1, junto con las debilidades académicas 
producto de la deficiente calidad de la educación básica y media, son ingredientes que 
contribuyen a complicar este panorama. Por último, se debe tener también en cuenta el difícil 
tránsito y la desarticulación entre la educación media y superior, así como la reducida 
pertinencia y calidad de estos niveles.  

                                                           
1 Según la Encuesta Longitudinal de Protección Social del DANE (2012), de los no asistentes al sistema educativo, con un 
rango de edad entre 17 y 25 años, el 57.5% manifiestan como las principales razones para no estudiar la falta de dinero o 
altos costos educativos, y la necesidad de trabajar.  
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Bogotá D.C.

Meta

Quindío

Boyacá

Huila

Cundinamarca

Risaralda

Arauca

Nariño

Santander

Norte de Santander

NACIONAL

Valle del Cauca

Casanare

Caldas

Antioquia

Caquetá

Tolima

Putumayo

Atlántico

Cesar

Guainía

Guaviare

Vaupés

Sucre

Cauca

Córdoba

Vichada

La Guajira

Bolívar

San Andrés

Magdalena

Chocó

Amazonas




















































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































